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COMANDO CONJUNTO DE LAS FUERZAS ARMADAS 

DIRECCIÓN GENERAL DE EDUCACIÓN Y DOCTRINA MILITAR 

RESOLUCIÓN Nro. CCFFAA-SG-A-2023-012-O; 13-NOV-2023 

MANUAL DE LA NORMATIVA LEGAL PARA EL USO LEGÍTIMO DE LA 

FUERZA 

M – PI – 45 

Nelson Bolívar Proaño Rodríguez  

General de División 

Jefe del Comando Conjunto de las FF.AA. 

 

CONSIDERANDO 

Que, el artículo 158 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: 

"(...) Las Fuerzas Armadas (...) son instituciones de protección de los derechos, 

libertades y garantías de los ciudadanos. Las Fuerzas Armadas tienen como 

misión fundamental la defensa de la soberanía e integridad territorial (...)"; 

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, manifiesta que: 

“Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 

servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal 

ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 

Constitución y la ley (…)”; 

Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, manifiesta que: 

"(...) La administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige 

por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 

descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y 

evaluación. (...)"; 

Que, el artículo 6 de la Ley Orgánica de la Defensa Nacional, manifiesta que: "(...) Son 

órganos de la Defensa Nacional: (...) c) El Comando Conjunto de las Fuerzas 

Armadas; d) Las fuerzas: Terrestre, Naval y Aérea; g) Las entidades adscritas, 

dependientes y de apoyo. (...)"; 

Que, el artículo 15 de la Ley Orgánica Ibidem, dispone que: "(...) El Comando Conjunto 

de las Fuerzas Armadas es el máximo órgano de planificación, preparación y 

conducción estratégica de las operaciones militares y de asesoramiento sobre 

las políticas militares, de guerra y defensa nacional. (...)"; 

Que, el artículo 16 de la Ley Orgánica Ibidem, instituye que: "(...) Las principales 
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atribuciones y deberes del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas son: g) 

Establecer y actualizar la doctrina militar conjunta y emitir las directrices que 

permitan la interoperabilidad entre las Fuerzas (…)”; 

Que, el objetivo estratégico Nro. 4 del Plan Estratégico Institucional de Fuerzas 

Armadas 2021-2025, indica: “Incrementar las capacidades estratégicas de las 

Fuerzas Armadas para el cumplimiento de las misiones asignadas, mediante la 

ejecución de la fase inicial del Plan de Desarrollo de Capacidades. 

Que, mediante Tercer Suplemento del Registro Oficial Nro. 131 con fecha 22 de 

agosto de 2022, se publicó la Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la 

Fuerza cuyo objeto es el normar el uso legítimo y excepcional de la fuerza por 

parte del Estado conferido a las servidoras y servidores de las Fuerzas Armadas, 

Policía Nacional y del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria. 

Que,  el artículo 3 literal a) de la Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza, 

indica que una de las finalidades de la ley consiste en normar el uso legítimo y 

excepcional de la fuerza, como potestad del Estado ejercida a través de las 

servidoras y los servidores de la Policía Nacional, Fuerzas Armadas y Cuerpo 

de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria como entidades de protección y garantía 

de derechos; 

Que, en el artículo 61 y 62 de le ley ibídem, refiere sobre los contenidos mínimos en 

la formación y capacitación para las entidades reguladas en la ley, para lo cual 

se establecen temáticas sobre el uso de la fuerza considerando los estándares 

internacionales y nacionales.  

Que, la estrategia Nro. 4.3 del objetivo estratégico Nro. 4 del Plan Estratégico 

Institucional de Fuerzas Armadas 2021-2025, indica: “Actualizando el marco 

doctrinario para dar respuestas oportunas, factibles, efectivas y reales ante las 

amenazas y desafíos actuales y futuros a las seguridad”. 

Que, el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por procesos del Comando 

Conjunto de las Fuerzas Armadas del año 2018 establece: “Artículo 1. Misión: 

Planificar, preparar y conducir estratégicamente las operaciones militares y 

asesorar sobre políticas militares, de guerra y de defensa nacional; a fin de 

cumplir con la misión de las Fuerzas Armadas”. 

Que, la doctrina militar es la guía para la planificación y ejecución de acciones y 

procesos, que proporciona el marco común de referencia e identidad de las 

Fuerzas Armadas, ayudando a estandarizar las operaciones; por lo que es 

necesario, la generación de doctrina militar en los diferentes ámbitos. 

Que,  en Sesión Comaco Nro. 012 de fecha 16 de diciembre de 2019, previo el Informe 

presentado por la Dirección General de Educación y Doctrina Militar (Diedmil), 

donde se declaró en condición de EMERGENCIA a la Doctrina Militar Conjunta 

de las Fuerzas Armadas ecuatorianas, por estar desactualizada y/o inexistente. 
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Que, en Sesión Comaco Nro. 006 de fecha 14 de septiembre 2020, resuelve aprobar 

el “Mapa Doctrinario de FF.AA. 2020”, el mismo que consta de 33 Manuales de 

Doctrina (28 manuales militares de Doctrina Militar Conjunta y 05 manuales con 

Publicaciones de Interés para FF.AA.) y la Filosofía Institucional. 

Que, en Sesión Comaco Nro. 003 de fecha 09 de marzo de 2023, se aprobó el 

“Proyecto para la elaboración de la doctrina básica fundamental relacionada a la 

aplicación de la Ley Orgánica que Regula el uso Legítimo de la Fuerza”. 

Que,  el Manual de la Normativa Legal para el Uso Legítimo de la Fuerza, ha sido 

elaborado por el Comité Doctrinario perteneciente a la Dirección General de 

Educación y Doctrina Militar, validado por los Comandos de Fuerza, revisado y 

aprobado por el Centro Generador de Doctrina perteneciente a la Diedmil, y ha 

cumplido con todas las fases establecidas dentro del proceso de Generación de 

Doctrina.  

Que,  el Manual de la Normativa Legal para el Uso Legítimo de la Fuerza, tiene como 

objetivo principal, proveer a todo el personal militar de las FF.AA, un manual que 

brinde los contenidos mínimos para la formación / capacitación sobre la 

normativa nacional e internacional y los conocimientos generales relacionados 

con la Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza y su reglamento, 

con el fin de ejercer una correcta aplicación de la normativa legal vigente en las 

operaciones militares de ámbito interno. 

Que, en el Estatuto Orgánico de Gestión Gubernamental por procesos del Comando 

Conjunto de las Fuerzas Armadas aprobado con Acuerdo Ministerial del Midena 

Nro. 049 del 13-MAR-2018, contempla la misión de la Diedmil: “Orientar la 

educación militar y regular y el acondicionamiento físico militar, mediante el 

direccionamiento estratégico y generación de doctrina militar conjunta, a fin de 

contribuir al mejoramiento la capacidad operativa de las Fuerzas Armadas”. 

Que,  en Sesión Comaco Nro. CC.FF.AA.-SG-A-2023-012-O de fecha 13 de noviembre 

de 2023, resuelve aprobar la propuesta de la doctrina básica fundamental 

relacionada a la aplicación de la Ley Orgánica que Regula el uso Legítimo de la 

Fuerza, el mismo que consta de 03 manuales doctrinarios.  

 

En ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 16, letra g), de la Ley Orgánica 

de la Defensa Nacional  

RESUELVE 

Art. 1. Expedir el “MANUAL DE LA NORMATIVA LEGAL PARA EL USO LEGÍTIMO DE 

LA FUERZA”, el mismo que se ubica dentro del “Mapa Doctrinario de FF.AA. 2023” 

como: M – PI – 45, el cual debe ser considerado y ubicado como elemento de 

fundamentación doctrinaria de carácter oficial para las Fuerzas Armadas. 

Art. 2. Derogar todos los manuales que sobre la materia hayan sido publicados con 

anterioridad a la fecha. 



M – PI – 45 
 

viii 

 

Regístrese, publíquese y póngase en ejecución. 

Dado, en el Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, en la ciudad de Quito D.M., a 

los veinte días del mes de npviembre del dos mil veintitrés. 

 

 

 

 

Nelson Proaño Rodríguez 

General de División 

Jefe del Comando Conjunto de las FF.AA. 

 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



M – PI – 45 
 

ix 

 

ÍNDICE DE CONTENIDOS 

 

ÍNDICE DE FIGURAS ........................................................................................ xi 

ENMIENDAS ..................................................................................................... xii 

INTRODUCCIÓN .............................................................................................. xv 

CAPÍTULO I ....................................................................................................... 1 

ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DEL ESTADO ............................................... 1 

1.1. Principios fundamentales ................................................................. 1 

1.2. De los ciudadanos y ciudadanas ...................................................... 2 

CAPÍTULO II ...................................................................................................... 4 

DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES ........................................ 4 

2.1. Derechos en el Ecuador ................................................................... 4 

2.2. Garantías constitucionales en el Ecuador ........................................ 7 

2.3. Garantías en los Derechos Humanos .............................................. 8 

2.4. Derechos que se limitan en estado de excepción .......................... 10 

CAPÍTULO III ................................................................................................... 13 

MARCO LEGAL NACIONAL SOBRE EL USO LEGÍTIMO DE LA FUERZA .... 13 

3.1. Constitución de la República del Ecuador ...................................... 13 

3.2. Código Orgánico Integral Penal ..................................................... 21 

3.3. Ley Orgánica de la Defensa Nacional ............................................ 27 

3.4. Ley de Seguridad Pública y del Estado .......................................... 30 

3.5. Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza ................ 34 

3.6. Reglamento a la Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la 

Fuerza. 46 

3.7. Política de la Defensa Nacional ..................................................... 50 

3.8. Directiva de Defensa Militar ........................................................... 51 



M – PI – 45 
 

x 

 

CAPÍTULO IV ................................................................................................... 53 

NORMATIVA INTERNACIONAL SOBRE EL USO LEGÍTIMO DE LA FUERZA

 ......................................................................................................................... 53 

4.1. Carta Constitutiva de las Naciones Unidas ..................................... 56 

4.2. Declaración Universal de Derechos Humanos ............................... 57 

4.3. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ....................... 58 

4.4. Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José)

 61 

4.5. Código de conducta para los funcionarios encargados de hacer 

cumplir la ley ................................................................................................. 65 

4.6. Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego 

por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. ............................. 66 

4.7. Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o   Degradantes .......................................................................... 68 

4.8. Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional ......................... 69 

4.9. Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura.... 70 

4.10. Las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de 

los Reclusos (Las Reglas Nelson Mandela) .................................................. 72 

4.11. Principios y buenas prácticas sobre la Protección de las Personas 

Privadas de Libertad en las Américas ........................................................... 73 

DEFINICIONES LORULF ................................................................................. 74 

ABREVIATURAS .............................................................................................. 81 

REFERENCIAS ................................................................................................ 82 

 

  



M – PI – 45 
 

xi 

 

ÍNDICE DE FIGURAS 

Figura 1 Estado Ecuatoriano ............................................................................. 1 

Figura 2 Derechos y garantías constitucionales ................................................ 4 

Figura 3 Pirámide de Kelsen aplicada al Ecuador ........................................... 13 

Figura 4 Prohibición del uso indebido de la fuerza .......................................... 38 

Figura 5 Principios para el uso legítimo de la fuerza. ...................................... 39 

Figura 6 Niveles de uso legítimo de la fuerza y niveles de amenaza, resistencia 

y agresión de la persona intervenida y relación del nivel del uso legítimo de la 

fuerza con la situación o amenaza ................................................................... 40 

Figura 7 Actuación limitada, excepcional, temporal y complementaria de las 

Fuerzas Armadas ............................................................................................. 44 

Figura 8 Uso legítimo de la fuerza en cumplimiento de las atribuciones 

constitucionales y legales de las Fuerzas Armadas ......................................... 45 

Figura 9 Normas Genéricas y Específicas que Regulan el Uso Legítimo de la 

Fuerza. ............................................................................................................. 47 

Figura 10 Normativa internacional sobre uso legítimo de la fuerza ................. 53 

 

  

file:///C:/Users/hecto/Desktop/Normativa%20legal%20para%20el%20uso%20legìtimo%20de%20la%20fuerza/Normativa%20legal%20para%20el%20uso%20legìtimo%20de%20la%20fuerza%20FINAL-07SEP23.docx%23_Toc145058208
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INTRODUCCIÓN 

La Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 establece: “El 

Ecuador es un Estado constitucional de derechos (...) La soberanía radica en el 

pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de 

los órganos del poder público (...)” por tal razón las Fuerzas Armadas (FF.AA.), 

a través de su órgano rector, el Ministerio de Defensa Nacional, en tanto parte 

del Estado, es sujeto de obligaciones.  

Al respecto, el artículo 3 de la Constitución, en sus numerales 1 y 2 determina 

los deberes primordiales del Estado, para cuyo cumplimiento se requiere de 

planificación, ejecución, control y evaluación, dentro del marco jurídico que rige 

a la Ley que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza para proteger los derechos, 

libertades y garantías ciudadanas y precautelar el derecho a la seguridad integral 

de sus habitantes. 

En la práctica, sobre la protección de los derechos, libertades y garantías de los 

ciudadanos en cuanto corresponde a las Fuerzas Armadas (FF.AA.), se han 

emitido disposiciones para el control de la situación interna, amparada en el 

artículo 393 de la Constitución que reza: “El Estado garantizará la seguridad 

humana, a través de políticas y acciones integradas, para asegurar la 

convivencia pacífica de las personas, promover una cultura de paz y prevenir las 

formas de violencia y discriminación y la comisión de infracciones y delitos. La 

planificación y aplicación de estas políticas se encargará a órganos 

especializados en los diferentes niveles de gobierno”.  

Así mismo, frente a las amenazas y factores de riesgos derivados de la 

delincuencia organizada, las FF.AA. han tenido que actuar con energía y 

decisión, haciendo uso legítimo de la fuerza con la participación de un asesor de 

derecho en sus operaciones militares, a fin de no incurrir en violaciones de los 

Derechos Humanos.  

Por lo antes mencionado, y una vez que ha sido expedida la Ley Orgánica que 

Regula el Uso Legítimo de la Fuerza con fecha 22 de agosto de 2022, se ha visto 

necesario crear manuales doctrinarios que sirvan de guía para los miembros de 

las FF.AA., donde se encuentre plasmado el marco legal nacional que regula la 
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presente ley y además haga referencia a los elementos constitutivos del Estado, 

derechos, garantías constitucionales y normas internacionales sobre el uso 

legítimo de la fuerza. 

En tal sentido, este es un manual que permitirá determinar con claridad el ámbito 

legal en el que actúan las FF.AA. para el cumplimiento de sus funciones en 

operaciones militares de ámbito interno, mediante la aplicación de la Ley 

Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza y su reglamento, con un 

espíritu de respeto por los Derechos Humanos instituidos en la Constitución de 

la República del Ecuador, Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH), 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y Convención Americana 

sobre los Derechos Humanos, entre otros; los mismos que constituyen la 

vertiente de la normativa internacional para el uso legítimo de la fuerza. 

Alcance 

El presente manual está dirigido a todo el personal militar de FF.AA., para su 

capacitación con los conocimientos básicos sobre la normativa legal nacional e 

internacional aplicable a la Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la 

Fuerza.  

Propósito 

Proveer a todo el personal militar de las FF.AA. un manual que brinde los 

contenidos mínimos para la formación / capacitación sobre la normativa nacional 

e internacional y los conocimientos generales relacionados con la Ley Orgánica 

que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza y su reglamento, con el fin de ejercer 

una correcta aplicación de la normativa legal vigente en las operaciones militares 

de ámbito interno.  

Aplicación 

Este manual tiene su aplicabilidad para el personal militar en servicio activo de 

Fuerzas Armadas, mismo brinda los contenidos mínimos para la formación / 

capacitación sobre la normativa nacional e internacional y los conocimientos 

generales relacionados con la Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la 

Fuerza y su reglamento.
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CAPÍTULO I 

ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DEL ESTADO 

Figura 1  

Estado Ecuatoriano 

 
 

Nota. Comité a cargo de la elaboración del manual. 

1.1. Principios fundamentales 

Con relación a los principios fundamentales que se encuentran 

establecidos en nuestra Constitución, es pertinente considerar su artículo 

1 (Constitución de la República del Ecuador, 2008), que señala: 

El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia social, 

democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional 

y laico. Se organiza en forma de república y se gobierna de manera 

descentralizada.  

La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la 

autoridad, y se ejerce a través de los órganos del poder público y de las 

formas de participación directa previstas en la Constitución. 

Según la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 3 

menciona los deberes primordiales del Estado, y en lo principal se señalan 
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los numerales concernientes a la Ley Orgánica que Regula el Uso 

Legítimo de la Fuerza, detallando los siguientes:  

1. Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos 

establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en 

particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y el 

agua para sus habitantes.  

2. Garantizar y defender la soberanía nacional.  

7. Proteger el patrimonio natural y cultural del país.  

8. Garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de paz, a la 

seguridad integral y a vivir en una sociedad democrática y libre de 

corrupción. 

De acuerdo a la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 

4 refiere sobre el territorio ecuatoriano el mismo que está constituido por: 

(…) El espacio continental y marítimo, las islas adyacentes, el mar 

territorial, el Archipiélago de Galápagos, el suelo, la plataforma 

submarina, el subsuelo y el espacio suprayacente continental, insular y 

marítimo. Sus límites son los determinados por los tratados vigentes. El 

territorio del Ecuador es inalienable, irreductible e inviolable. Nadie 

atentará contra la unidad territorial ni fomentará la secesión. (…) El Estado 

ejercerá derechos sobre los segmentos correspondientes de la órbita 

sincrónica geoestacionaria, los espacios marítimos y la Antártida. 

Finalmente, en el artículo 5 se establece que el Ecuador es un Estado de 

paz. 

1.2. De los ciudadanos y ciudadanas 

Según la Constitución de la República del Ecuador, en sus artículos 6 y 9 

hacen referencia a la ciudadanía en general, refiriendo: 

Art. 6.- Todas las ecuatorianas y los ecuatorianos son ciudadanos y 

gozarán de los derechos establecidos en la Constitución. (…) 
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Art. 9.- Las personas extranjeras que se encuentren en el territorio 

ecuatoriano tendrán los mismos derechos y deberes que las ecuatorianas.  

Con relación a este articulado, es pertinente puntualizar que se debe 

garantizar sus derechos, garantías y libertades a través de las diferentes 

instituciones del Estado y de ser el caso se cumplirá con lo dispuesto en 

la Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza, para proteger 

a los mismos. 
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CAPÍTULO II 

DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES 

Figura 2  

Derechos y garantías constitucionales 

 
 

Nota.https://noticias.utpl.edu.ec/sites/default/files/imagenes_editor/istock
photo-1150794519-170667a.jpg 

2.1. Derechos en el Ecuador 

Los principios constitucionales constituyen la materialización de los 

derechos, estos están enfocados en garantizar los derechos humanos, 

como los derechos fundamentales, derechos sociales, culturales y sobre 

todo, aquellos derechos colectivos.  

Según lo establecido en el Título II, artículo 10 de la Constitución del 

Ecuador, todas las personas son titulares, los mismos que gozarán de los 

derechos garantizados en la Constitución y en los instrumentos 

internacionales. Los derechos garantizados son: 

Capítulo segundo - Derechos del buen vivir 

Agua y alimentación Art. 12, 13 

https://noticias.utpl.edu.ec/sites/default/files/imagenes_editor/istockphoto-
https://noticias.utpl.edu.ec/sites/default/files/imagenes_editor/istockphoto-
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Ambiente sano Art. 14 

Comunicación e información Art. 16, 17, 18, 19, 

20 

Cultura y ciencia Art. 21, 22, 23, 24, 

25 

Educación Art. 26, 27, 28, 29 

Hábitat y vivienda Art. 30, 31 

Salud Art. 32 

Trabajo y seguridad social Art. 33, 34 

 

Capítulo tercero - Derechos de las personas y grupos de atención 

prioritaria 

Derechos de las personas adultas y adultos 

mayores 

Art. 36, 37, 38 

Derechos de los jóvenes Art. 39 

Derechos referentes a movilidad humana Art. 40, 41, 42 

Derechos de mujeres embarazadas Art. 43 
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Derechos de niñas, niños y adolescentes Art. 44, 45, 46 

Derechos de personas con discapacidad Art. 47, 48, 49 

Derechos de personas con enfermedades 

catastróficas 

Art. 50 

Derechos de las personas privadas de libertad Art. 51 

Derechos de las personas usuarias y 

consumidoras 

Art. 52, 53, 54, 55 

 

Capítulo cuarto - Derechos de las comunidades, 

pueblos y nacionalidades 

Art. 56, 57, 58, 59, 

60 

Capítulo quinto - Derechos de participación Art. 61, 62, 63, 64, 

65 

Capítulo sexto - Derechos de libertad Art. 66, 67, 68, 69, 

70 

Capítulo séptimo - Derechos de la naturaleza Art. 71, 72, 73, 74 

Capítulo octavo - Derechos de protección Art. 75, 76, 77, 78, 

79, 80, 81, 82 
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Estos derechos están alineados a los convenios internacionales, de los 

cuales el Estado ecuatoriano es parte, los mismos que serán abordados 

en el Capítulo IV, en el desarrollo del presente manual.  

2.2. Garantías constitucionales en el Ecuador  

Según la Constitución de la República del Ecuador, en su Título III 

Garantías Constitucionales, capítulo primero hace referencia a las 

garantías normativas, señalando lo siguiente: 

Artículo 84.- La Asamblea Nacional y todo órgano con potestad normativa 

tendrá la obligación de adecuar, formal y materialmente, las leyes y demás 

normas jurídicas a los derechos previstos en la Constitución y los tratados 

internacionales, y los que sean necesarios para garantizar la dignidad del 

ser humano o de las comunidades, pueblos y nacionalidades. En ningún 

caso, la reforma de la Constitución, las leyes, otras normas jurídicas ni los 

actos del poder público atentarán contra los derechos que reconoce la 

Constitución. 

Seguidamente en el Capítulo tercero del mismo Título se menciona a las 

garantías jurisdiccionales y en lo principal refiere: 

Artículo 87.- Se podrán ordenar medidas cautelares conjunta o 

independientemente de las acciones constitucionales de protección de 

derechos, con el objeto de evitar o hacer cesar la violación o amenaza de 

violación de un derecho. 

Dentro de la sección segunda, tercera, cuarta, quinta, sexta y séptima del 

Capítulo tercero, Título III de la Constitución de la República del Ecuador 

se describen las garantías jurisdiccionales que se encuentran dentro de 

las garantías constitucionales, mismas se detallan a continuación:  

Garantías Jurisdiccionales Artículo 

Acción de protección Art. 88 
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Acción de hábeas corpus Art. 89 

Acción de acceso a la información pública Art. 91 

Acción de hábeas data Art. 92 

Acción por incumplimiento Art. 93 

Acción extraordinaria de protección Art. 94 

2.3. Garantías en los Derechos Humanos 

El Ecuador es parte del Sistema Universal de Derechos Humanos y del 

Sistema Interamericano de Derechos Humanos y, por consiguiente, debe 

observar lo establecido en los siguientes instrumentos internacionales: 

Carta Constitutiva de la Organización de Naciones Unidas (ONU); 

Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH); Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos; Convención contra la 

Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; 

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional; Convención Americana 

de Derechos Humanos; Convención Interamericana para Prevenir y 

Sancionar la Tortura, entre otros. 

Conforme consta en la Constitución de la República del Ecuador, respecto 

a las garantías establecidas de los diferentes Tratados Internacionales de 

los Derechos Humanos, existe el siguiente articulado:  

Artículo 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes 

principios: 

3. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e 

inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, 

administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte. 
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Artículo 83.- Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los 

ecuatorianos, sin perjuicio de otros previstos en la Constitución y la ley: 

5. Respetar los derechos humanos y luchar por su cumplimiento. 

Artículo 158.- Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional son instituciones 

de protección de los derechos, libertades y garantías de los ciudadanos. 

Las servidoras y servidores de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional 

se formarán bajo los fundamentos de la democracia y de los derechos 

humanos, y respetarán la dignidad y los derechos de las personas sin 

discriminación alguna y con apego irrestricto al ordenamiento jurídico. 

Artículo 417.- Los tratados internacionales ratificados por el Ecuador se 

sujetarán a lo establecido en la Constitución. En el caso de los tratados y 

otros instrumentos internacionales de derechos humanos se aplicarán los 

principios pro ser humano, de no restricción de derechos, de aplicabilidad 

directa y de cláusula abierta establecidos en la Constitución. 

Artículo 424.- La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre 

cualquier otra del ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder 

público deberán mantener conformidad con las disposiciones 

constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica.  

La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos 

ratificados por el Estado que reconozcan derechos más favorables a los 

contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma 

jurídica o acto del poder público.  

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley desempeñan un 

papel fundamental en la protección del derecho a la vida, integridad, 

libertad y la seguridad de las personas, tal como se garantiza en la DUDH 

y se reafirma en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; así 

como los demás instrumentos internacionales de los cuales, el Estado 

ecuatoriano forma parte.  
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2.4. Derechos que se limitan en estado de excepción 

La Constitución de la República del Ecuador limita el poder del Estado y 

subordina a sus principios jurídicos y doctrinales todo acto jurídico 

secundario a la Constitución. 

Las garantías constitucionales son bienes jurídicos protegidos por la 

Constitución. La protección a tales bienes varía de lo absoluto a lo relativo. 

Se entiende que una garantía constitucional está protegida en forma 

absoluta, cuando el derecho consagrado en esa garantía no puede ser 

modificado por ninguna ley secundaria, como es el caso del derecho a la 

vida, entre otros; en cambio, los derechos relativos son aquellos que por 

medio de la ley pueden dejar de ejercerse de manera excepcional, 

temporal y extraordinaria.  

Nuestra Constitución garantiza en forma absoluta: 

- El derecho a la vida; 

- La integridad personal, física, psíquica, moral y sexual; 

- La igualdad formal, igualdad material y no discriminación 

- La libertad de conciencia y religión; 

- El derecho a no ser sometido a esclavitud y servidumbre, entre 

otros. 

Los derechos relativos se suspenden temporalmente por declaratoria de 

estado de excepción, conforme al artículo 164 de la Constitución, que 

menciona: 

La presidenta o presidente de la República podrá decretar el estado de 

excepción en todo el territorio nacional o en parte de él en caso de 

agresión, conflicto armado internacional o interno, grave conmoción 

interna, calamidad pública o desastre natural. La declaración del estado 

de excepción no interrumpirá las actividades de las funciones del Estado. 

El estado de excepción observará los principios de necesidad, 

proporcionalidad, legalidad, temporalidad, territorialidad y razonabilidad. 

El decreto que establezca el estado de excepción contendrá la 
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determinación de la causal y su motivación, ámbito territorial de 

aplicación, el periodo de duración, las medidas que deberán aplicarse, los 

derechos que podrán suspenderse o limitarse y las notificaciones que 

correspondan de acuerdo a la Constitución y a los tratados 

internacionales. 

Los derechos que se pueden suspender o limitar en los términos que 

señala la Constitución, de acuerdo al artículo 165, son los siguientes: 

- La inviolabilidad del domicilio. 

- La inviolabilidad de correspondencia. 

- La libertad de tránsito. 

- La libertad de asociación y reunión. 

- La libertad de información. 

De acuerdo al artículo 166 de la Constitución de la República del Ecuador 

manifiesta: 

El decreto de estado de excepción tendrá vigencia hasta un plazo máximo 

de sesenta días. Si las causas que lo motivaron persisten, podrá 

renovarse hasta por treinta días más, lo cual deberá notificarse. Si el 

presidente no renueva el decreto de estado de excepción o no lo notifica, 

este se entenderá caducado.  

Cuando las causas que motivaron el estado de excepción desaparezcan, 

la presidenta o presidente de la República decretará su terminación y lo 

notificará inmediatamente con el informe correspondiente.  

Las servidoras y servidores públicos serán responsables por cualquier 

abuso que hubieran cometido en el ejercicio de sus facultades durante la 

vigencia del estado de excepción. 

La mención que hace la Constitución de la República del Ecuador es 

determinante; por lo tanto, solo esos derechos y no otros pueden ser 

objeto de limitación por consecuencia de la declaratoria de estado de 

excepción. Esta limitación constitucional que tiene el presidente de la 

República, en cuanto a los derechos y garantías que puede afectar por el 
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estado de excepción, se apoya además en normas internacionales que 

establecen que existen derechos que no pueden ser suspendidos ni 

derogados, como consecuencia de mencionada declaratoria. Estos 

instrumentos son el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
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CAPÍTULO III 

MARCO LEGAL NACIONAL SOBRE EL USO LEGÍTIMO DE LA 
FUERZA 

Figura 3  

Pirámide de Kelsen aplicada al Ecuador 

 

 
 

Nota. Esta figura muestra el orden jerárquico de aplicación de las normas, 

conforme lo estipulado en el artículo 425 de la Constitución de la 

República del Ecuador. (Fuente propia en base a la Constitución de la 

República del Ecuador, 2008). 

3.1. Constitución de la República del Ecuador 

La Constitución de la República del Ecuador, publicada en el Registro 

Oficial 449, del 20 de octubre de 2008 es la norma jurídica suprema que 

rige dentro del Estado ecuatoriano, siendo así, es la que mayor jerarquía 

posee dentro de nuestro ordenamiento jurídico, bajo estas 

consideraciones se ha realizado un extracto del articulado que tiene 

referencia a principios fundamentales, derechos, derechos de protección, 
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responsabilidades, garantías constitucionales, estados de excepción, 

rehabilitación social, administración pública, régimen de competencias, 

seguridad humana, tratados e instrumentos internacionales y respecto a 

la supremacía de la Constitución, lo cual permitirá al personal de Fuerzas 

Armadas conocer sobre el marco jurídico constitucional, que tiene relación 

al uso legítimo de la fuerza. 

La Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 3 relativo a los 

deberes primordiales del Estado, entre otros, determina los deberes de: 

1. Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos 

establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales en 

particular (…), la seguridad social (…) 

8. Garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de paz, a la 

seguridad integral (…) 

En el artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador determina 

que: 

El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 

1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual 

o colectiva ante las autoridades competentes; estas autoridades 

garantizarán su cumplimiento. 

2. Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, 

deberes y oportunidades. 

Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, 

edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, 

religión, ideología, filiación política, pasado judicial, condición socio-

económica, condición migratoria, orientación sexual, estado de salud, 

portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra distinción, 

personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o 

resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los 

derechos. La ley sancionará toda forma de discriminación.  



M – PI – 45 
 

15 

 

El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la 

igualdad real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en 

situación de desigualdad. 

3. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e 

inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, 

administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte. 

Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se 

exigirán condiciones o requisitos que no estén establecidos en la 

Constitución o la ley. 

Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de 

norma jurídica para justificar su violación o desconocimiento, para 

desechar la acción por esos hechos ni para negar su reconocimiento. 

4. Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni 

de las garantías constitucionales. 

5. En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y 

servidores públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma 

y la interpretación que más favorezcan su efectiva vigencia (...) 

7. El reconocimiento de los derechos y garantías establecidos en la 

Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos 

no excluirá los demás derechos derivados de la dignidad de las personas, 

comunidades, pueblos y nacionalidades que sean necesarios para su 

pleno desenvolvimiento. 

8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a 

través de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado 

generará y garantizará las condiciones necesarias para su pleno 

reconocimiento y ejercicio. Será inconstitucional cualquier acción u 

omisión de carácter regresivo que disminuya, menoscabe o anule 

injustificadamente el ejercicio de los derechos. 
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9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los 

derechos garantizados en la Constitución. 

El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en 

ejercicio de una potestad pública estarán obligados a reparar las 

violaciones a los derechos de los particulares por la falta o deficiencia en 

la prestación de los servicios públicos, o por las acciones u omisiones de 

sus funcionarias y funcionarios, y empleadas y empleados públicos en el 

desempeño de sus cargos. 

El Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de repetición en contra 

de las personas responsables del daño producido, sin perjuicio de las 

responsabilidades civiles, penales y administrativas. 

El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo 

injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho 

a la tutela judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas 

del debido proceso. 

Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado 

reparará a la persona que haya sufrido pena como resultado de tal 

sentencia y, declarada la responsabilidad por tales actos de servidoras o 

servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en contra de 

ellos. 

En el artículo 82 de la Constitución establece que: 

El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la 

Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, 

públicas y aplicadas por las autoridades competentes. 

En el artículo 83 de la Constitución menciona lo siguiente: 

Son deberes de los ecuatorianos, acatar y cumplir la Constitución, la ley 

y las decisiones legítimas de autoridad competente; colaborar en el 

mantenimiento de la paz y de la seguridad; promover el bien común y 

anteponer el interés general al interés particular, conforme al buen vivir; 
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asumir las funciones públicas como un servicio a la colectividad y rendir 

cuentas a la sociedad y a la autoridad, de acuerdo con la ley, entre otros; 

En el artículo 84 de la Constitución de la República manifiesta que:  

La Asamblea Nacional y todo órgano con potestad normativa tendrá la 

obligación de adecuar, formal y materialmente, las leyes y demás normas 

jurídicas a los derechos previstos en la Constitución y los tratados 

internacionales, y los que sean necesarios para garantizar la dignidad del 

ser humano o de las comunidades, pueblos y nacionalidades. En ningún 

caso, la reforma de la Constitución, las leyes, otras normas jurídicas ni los 

actos del poder público atentarán contra los derechos que reconoce la 

Constitución. 

En el artículo 158 de la Constitución de la República del Ecuador, 

establece que: 

Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional son instituciones de protección 

de los derechos, libertades y garantías de los ciudadanos. 

Las Fuerzas Armadas tienen como misión fundamental la defensa de la 

soberanía y la integridad territorial. 

La protección interna y el mantenimiento del orden público son funciones 

privativas del Estado y responsabilidad de la Policía Nacional. 

Las servidoras y servidores de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional 

se formarán bajo los fundamentos de la democracia y de los derechos 

humanos, y respetarán la dignidad y los derechos de las personas sin 

discriminación alguna y con apego irrestricto al ordenamiento jurídico. 

En el artículo 159 de la Constitución de la República del Ecuador 

determina que: 

Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional serán obedientes y no 

deliberantes, y cumplirán su misión con estricta sujeción al poder civil y a 

la Constitución. Las autoridades de las Fuerzas Armadas y de la Policía 
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Nacional serán responsables por las órdenes que impartan. La obediencia 

a las órdenes superiores no eximirá de responsabilidad a quienes las 

ejecuten. 

En el artículo 160 de la Constitución de la República del Ecuador estipula 

lo siguiente: 

Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional serán 

juzgados por los órganos de la Función Judicial; en el caso de delitos 

cometidos dentro de su misión específica, serán juzgados por salas 

especializadas en materia militar y policial, pertenecientes a la misma 

Función Judicial. Las infracciones disciplinarias serán juzgadas por los 

órganos competentes establecidos en la ley. 

Con respecto a los estados de excepción la Constitución en sus artículos 

164 y 165 señala lo siguiente: 

Artículo 164.- La Presidenta o Presidente de la República podrá decretar 

el estado de excepción en todo el territorio nacional o en parte de él en 

caso de agresión, conflicto armado internacional o interno, grave 

conmoción interna, calamidad pública o desastre natural. La declaración 

del estado de excepción no interrumpirá las actividades de las funciones 

del Estado. El estado de excepción observará los principios de necesidad, 

proporcionalidad, legalidad, temporalidad, territorialidad y razonabilidad. 

El decreto que establezca el estado de excepción contendrá la 

determinación de la causal y su motivación, ámbito territorial de 

aplicación, el periodo de duración, las medidas que deberán aplicarse, los 

derechos que podrán suspenderse o limitarse y las notificaciones que 

correspondan de acuerdo a la Constitución y a los tratados 

internacionales.  

Artículo 165.- Durante el estado de excepción la Presidenta o Presidente 

de la República únicamente podrá suspender o limitar el ejercicio del 

derecho a la inviolabilidad de domicilio, inviolabilidad de correspondencia, 

libertad de tránsito, libertad de asociación y reunión, y libertad de 
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información, en los términos que señala la Constitución. Declarado el 

estado de excepción, la Presidenta o Presidente de la República podrá:  

1. Decretar la recaudación anticipada de tributos.  

2. Utilizar los fondos públicos destinados a otros fines, excepto los 

correspondientes a salud y educación.  

3. Trasladar la sede del gobierno a cualquier lugar del territorio nacional.  

4. Disponer censura previa en la información de los medios de 

comunicación social con estricta relación a los motivos del estado de 

excepción y a la seguridad del Estado.  

5. Establecer como zona de seguridad todo o parte del territorio nacional.  

6. Disponer el empleo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional y 

llamar a servicio activo a toda la reserva o a una parte de ella, así como 

al personal de otras instituciones.  

7. Disponer el cierre o la habilitación de puertos, aeropuertos y pasos 

fronterizos.  

8. Disponer la movilización y las requisiciones que sean necesarias, y 

decretar la desmovilización nacional, cuando se restablezca la 

normalidad. 

En el artículo 201 de la Constitución de la República del Ecuador, se hace 

mención al sistema de rehabilitación social indicando lo siguiente: 

El sistema de rehabilitación social tendrá como finalidad la rehabilitación 

integral de las personas sentenciadas penalmente para reinsertarlas en la 

sociedad, así como la protección de las personas privadas de libertad y la 

garantía de sus derechos. 

En el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, 

establece que:  
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Las entidades del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras 

o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad 

estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean 

atribuidas en la Constitución y la Ley. Tendrán el deber de coordinar 

acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y 

ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución. 

En el artículo 261 de la Constitución de la República del Ecuador 

establece que el Estado central tendrá competencias exclusivas sobre “La 

defensa nacional, protección interna y orden público (...)”. 

En el artículo 393 de la Constitución de la República del Ecuador 

manifiesta que: 

El Estado garantizará la seguridad humana a través de políticas y 

acciones integradas, para asegurar la convivencia pacífica de las 

personas, promover una cultura de paz y prevenir las formas de violencia 

y discriminación y la comisión de infracciones y delitos. La planificación y 

aplicación de estas políticas se encargará a órganos especializados en 

los diferentes niveles de gobierno. 

En el artículo 417 de la Constitución de la República del Ecuador estipula 

lo siguiente: 

Los tratados internacionales ratificados por el Ecuador se sujetarán a lo 

establecido en la Constitución. En el caso de los tratados y otros 

instrumentos internacionales de derechos humanos se aplicarán los 

principios pro ser humano, de no restricción de derechos, de aplicabilidad 

directa y de cláusula abierta establecidos en la Constitución. 

En el artículo 424 de la Constitución de la República del Ecuador señala 

que: 

La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del 

ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán 

mantener conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso 

contrario, carecerán de eficacia jurídica. 
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La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos 

ratificados por el Estado que reconozcan derechos más favorables a los 

contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma 

jurídica o acto del poder público. 

Finalmente, en el artículo 426 de la Constitución de la República del 

Ecuador establece que: 

Todas las personas, autoridades y entidades están sujetas a la 

Constitución. 

Las juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores 

públicos, aplicarán directamente las normas constitucionales y las 

previstas en los instrumentos internacionales de derechos humanos, 

siempre que sean más favorables a las establecidas en la Constitución, 

aunque las partes no las invoquen expresamente. 

Los derechos consagrados en la Constitución y los instrumentos 

internacionales de derechos humanos serán de inmediato cumplimiento y 

aplicación. No podrá alegarse falta de Ley o desconocimiento de las 

normas para justificar la vulneración de los derechos y garantías 

establecidos en la Constitución, para desechar la acción interpuesta en 

su defensa, ni para negar el reconocimiento de tales derechos. 

3.2. Código Orgánico Integral Penal 

El (Código Orgánico Integral Penal, 2014), fue publicado en el Registro 

Oficial Suplemento 180 el 10 de febrero de 2014, el cual es el cuerpo 

normativo que norma el poder punitivo del Estado, tipifica las infracciones 

penales, establece los procedimientos para el juzgamiento de delitos y 

contravenciones y promueve la rehabilitación social de las personas 

privadas de libertad. Se debe considerar que este código fue reformado 

por medio de la (Ley Orgánica Reformatoria a Varios Cuerpos Legales 

para el Fortalecimiento de las Capacidades Institucionales y la Seguridad 

Integral, 2023), que fue publicada en el Registro Oficial Suplemento 279, 
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el 29 de marzo de 2023, por lo que se menciona el articulado que tiene 

relación a la LORULF. 

El artículo 30 del Código Orgánico Integral Penal, instituye las causas de 

exclusión de la antijuridicidad. No existe infracción penal cuando la 

conducta típica se encuentra justificada por estado de necesidad o 

legítima defensa. Tampoco existe infracción penal cuando se actúa en 

cumplimiento de una orden legítima y expresa de autoridad competente o 

de un deber legal, debidamente comprobados. 

Dentro del artículo 30.1, respecto al cumplimiento del deber legal de la o 

el servidor de la Policía Nacional, Fuerzas Armadas y del Cuerpo de 

Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, manifiesta:  

Existe cumplimiento del deber legal cuando una o un servidor de la Policía 

Nacional, Fuerzas Armadas y del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia 

Penitenciaria al amparo de su misión constitucional y legal, en protección 

de un derecho propio o ajeno, cause lesión, daño o muerte a otra persona, 

siempre y cuando se reúnan todos los siguientes requisitos: 

1. Que se realice en actos de servicio o como consecuencia del mismo;  

2. Que, para el cumplimiento de su misión constitucional o legal, dentro 

de su procedimiento profesional, cumpla los principios para el uso legítimo 

de la fuerza, establecidos en la ley de la materia, y  

3. Que exista amenaza o peligro inminente de muerte o lesiones graves, 

para sí o para terceros, en los casos en los que se recurra al arma de 

fuego con munición letal.  

Por acto de servicio se entienden las actuaciones previas, simultáneas y 

posteriores, ejecutadas por la o el servidor en cumplimiento de su misión 

constitucional y el deber legal encomendado, inclusive el desplazamiento 

del servidor o servidora desde su domicilio hasta su lugar de trabajo y 

viceversa.  



M – PI – 45 
 

23 

 

También se considera acto de servicio cuando la actuación del servidor o 

servidora se realiza fuera del horario de trabajo, en cumplimiento de su 

misión constitucional, observando el riesgo latente, eficacia de la acción y 

urgencia de protección del bien jurídico. 

Art. 291.- Elusión de responsabilidades de las o los servidores de las 

Fuerzas Armadas o Policía Nacional.- La o el servidor de las Fuerzas 

Armadas o Policía Nacional que eluda su responsabilidad en actos de 

servicio, cuando esta omisión cause daños a una persona, será 

sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a un año. 

Art. 293.- Extralimitación en la ejecución de un acto de servicio.- La o el 

servidor de Policía Nacional, Fuerzas Armadas o del Cuerpo de Seguridad 

y Vigilancia Penitenciaria que, en la ejecución de un acto del servicio, 

haga uso excesivo de la fuerza sin observar los principios, niveles y 

disposiciones establecidas en la ley de la materia y que como 

consecuencia de ello, produzca lesiones a una persona, será sancionado 

con pena privativa de libertad que corresponda, según las reglas de 

lesiones. Si como consecuencia de la inobservancia de los principios, 

niveles y disposiciones del uso legítimo de la fuerza, se produce la muerte 

de una persona, siempre y cuando no se incurra en delitos tipificados 

como graves violaciones a los derechos humanos, la servidora o servidor 

será sancionado con pena privativa de libertad de siete a diez años. 

Articulo 471.- Registros relacionados con un hecho constitutivo de 

infracción.- No requieren autorización judicial las grabaciones de audio, 

imágenes de video o fotografía relacionadas a un hecho constitutivo de 

infracción, registradas de modo espontáneo al momento mismo de su 

ejecución, por cámaras de vigilancia o seguridad, por cualquier medio 

tecnológico, obtenidos a través de dispositivos de dotación de las 

servidoras y servidores de las entidades de seguridad ciudadana y orden 

público o de las Fuerzas Armadas, por particulares en lugares públicos y 

de libre circulación, por los medios de comunicación social o en los casos 

en que se divulguen grabaciones de audio o video obtenidas por uno de 

los intervinientes, en cuyo caso se requerirá la preservación de la 
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integralidad del registro de datos para que la grabación tenga valor 

probatorio. 

El numeral 7 del artículo 474, señala lo siguiente: “7. Para el traslado de 

las sustancias catalogadas sujetas a fiscalización se podrá solicitar 

contingente de personal especializado en seguridad de las Fuerzas 

Armadas.” 

Art. 478.- Registros.- Los registros se realizarán de acuerdo con las 

siguientes reglas: 

1. Los registros de personas u objetos e incautación de los elementos 

relacionados con una infracción que se encuentren en viviendas u otros 

lugares, requerirán autorización de la persona afectada o de orden 

judicial. En este último caso deberá ser motivada y limitada únicamente a 

lo señalado de forma taxativa en la misma y realizado en el lugar 

autorizado.  

2. El consentimiento libremente otorgado por la persona requerida para 

registrar un espacio determinado permitirá realizar el registro e 

incautación de los elementos relacionados con una infracción. 

Únicamente podrán prestar el consentimiento personas capaces y 

mayores de edad. Se deberá informar a la persona investigada sobre su 

derecho a no permitir el registro sin autorización judicial.  

3. Las y los servidores de la fuerza pública, sin que medie orden judicial, 

como una actividad de carácter preventivo o investigativo, podrán realizar 

el control de identidad y registro superficial de personas con estricta 

observancia en cuanto a género y respeto de las garantías 

constitucionales, cuando exista una razón fundamentada de que la 

persona oculta en sus vestimentas cualquier tipo de arma que pueda 

poner en riesgo la seguridad de las personas o exista la presunción de 

que se cometió o intentó cometer una infracción penal o suministre 

indicios o evidencias útiles para la investigación de una infracción.  
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La Fuerza Publica podrá retirar las armas blancas encontradas durante 

este tipo de registros realizados en espacios públicos, en lugares de 

concentración pública, espectáculos públicos, escenarios deportivos o de 

concurrencia masiva; en el servicio público de transporte, en las 

instituciones educativas de todos los niveles, respetando la autonomía 

universitaria; excepto utensilios domésticos y herramientas de trabajo 

empacadas.  

Se entiende por arma blanca aquellos elementos cortantes, punzantes, 

corto punzantes y corto contundentes tales como cuchillos, navajas, 

puñales, puñaletas, punzones, manoplas, cachiporras, machetes, garfios, 

leznas, mazos, hachas, cortaplumas, patas de cabra, estoques, dagas, 

sables, espadas o cualquier otro objeto con características similares, que 

puedan ser utilizadas como armas de carácter defensivo u ofensivo para 

amenazar, lesionar o quitar la vida a las personas.  

Se exceptúan aquellos casos en los que las personas evidencien que su 

utilización es específica y comprobable en actividades laborales, 

profesionales o de comercio en espacios públicos. 

Art. 479.- Registro de vehículos. - Se podrá registrar un vehículo sin 

autorización judicial, en los siguientes casos:  

1. En zonas de frontera o donde la aduana ejerza control. En ningún caso 

el registro deberá interferir en la intimidad de los pasajeros.  

2. En controles de rutina policial y militar. En ningún caso el registro 

deberá interferir en la intimidad de los pasajeros.  

3. En caso de existir razones fundamentadas o presunciones sobre la 

existencia de armas o de la existencia de elementos de convicción en 

infracciones penales.  

4. Si el conductor no justifica documentada y legalmente los permisos de 

circulación, matriculación o de procedencia de la mercadería.  
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5. Por el hecho de haberse cometido una infracción flagrante. El 

funcionario que ha falseado la comisión de un delito flagrante para 

registrar un vehículo será destituido de su cargo, sin perjuicio de las 

acciones civiles o penales a que dé lugar.  

Solo en los supuestos del segundo, tercero y cuarto numerales de este 

artículo se podrá realizar un registro superficial sobre las personas, con 

estricta observancia en cuanto a género, edad o grupos de atención 

prioritaria y respeto de las garantías constitucionales. 

Art. 529.- Audiencia de calificación de flagrancia.- En los casos de 

infracción flagrante, dentro de las veinticuatro horas desde que tuvo lugar 

la aprehensión, se realizará la correspondiente audiencia oral ante la o el 

juzgador, en la que se calificará la legalidad de la aprehensión. La o el 

fiscal, de considerarlo necesario, formulará cargos y de ser pertinente 

solicitará las medidas cautelares y de protección que el caso amerite y se 

determinará el proceso correspondiente. 

En los casos de aprehensiones en situación de flagrancia en zonas de 

difícil acceso o en altamar, la audiencia de calificación de flagrancia tendrá 

lugar dentro de las veinte cuatro horas subsiguientes del arribo a un centro 

poblado o puerto seguro.  

En este caso, el juzgador verificará que la intervención de los funcionarios 

aprehensores se haya dado en cumplimiento del plazo que 

razonablemente se requiere para su desplazamiento desde el lugar de 

aprehensión hasta el centro poblado o puerto seguro, con observancia de 

los derechos y garantías consagradas en la Constitución e instrumentos 

internacionales, conservando la escena del hecho tal como fue 

encontrada al momento de la intervención en lo que fuere posible, así 

como los indicios encontrados.  

La audiencia oral se realizará hasta cuarenta y ocho horas posteriores a 

la aprehensión cuando esta se realice en zonas fronterizas de difícil 

acceso o en caso fortuito o fuerza mayor debidamente comprobados que 

imposibilite el traslado de la persona aprehendida. 
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El artículo 685 del Código Orgánico Integral Penal señala que la seguridad 

interna de los centros de privación de libertad, en circunstancias 

ordinarias, es competencia del cuerpo de seguridad penitenciaria que, en 

circunstancias de motines o graves alteraciones del orden, podrá contar 

con el apoyo de la Policía Nacional. La seguridad externa o perimetral le 

corresponde a la Policía Nacional que, en circunstancias de graves 

alteraciones del orden, declarada por órgano competente, podrá contar 

con el apoyo de las Fuerzas Armadas, previa declaratoria de estado de 

excepción. 

El tercer inciso del artículo 720, señala lo siguiente: “Cuando se produzca 

un motín o una grave alteración del orden en un centro de privación de 

libertad, actuarán de manera prioritaria, los grupos especiales 

penitenciarios. La máxima autoridad del centro o la autoridad del 

organismo técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social y de 

Atención Integral a Adolescentes Infractores solicitará la intervención de 

la Policía Nacional, y de ser el caso, de las Fuerzas Armadas, conforme 

la normativa vigente.” 

3.3. Ley Orgánica de la Defensa Nacional  

De conformidad a la (Ley Orgánica Reformatoria a Varios Cuerpos 

Legales para el Fortalecimiento de las Capacidades Institucionales y la 

Seguridad Integral, 2023), se reformó la (Ley Orgánica de la Defensa 

Nacional, 2007), por lo que se debe considerar que esta ley determina la 

misión y las atribuciones de los órganos de defensa nacional, 

mencionando el siguiente articulado, en relación a la LORULF: 

Artículo 2.- Las Fuerzas Armadas tienen como misión:  

a) Defender la soberanía e integridad territorial. 

b) Proteger los derechos, libertades y garantías de los ciudadanos.  

Además, intervendrán en los ámbitos relacionados con la seguridad, de 

conformidad con el ordenamiento jurídico vigente.  
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Las Fuerzas Armadas podrán participar en actividades económicas 

exclusivamente relacionadas con la defensa nacional.  

Articulo 5.- En caso de grave conmoción interna o catástrofes naturales, 

previa declaratoria del estado de excepción, el Presidente de la 

República, a través del Jefe del Comando Conjunto de las Fuerzas 

Armadas, podrá delegar la conducción de las operaciones militares, a los 

Comandantes de las Fuerzas de Tarea, quienes tendrán mando y 

competencias, de acuerdo con las normas y planes respectivos.  

Durante la declaratoria de estado de emergencia las Fuerzas Armadas 

cumplirán con las disposiciones establecidas en la ley y aquellas 

determinadas en el decreto presidencial. 

Artículo 10.- Las atribuciones y obligaciones del Ministro de Defensa 

Nacional, son: 

a) Administrar las Fuerzas Armadas de conformidad a las políticas y 

directivas impartidas por el Presidente de la República. 

i) Planificar y coordinar con los organismos competentes del Estado, la 

participación de las Fuerzas Armadas en el desarrollo social y económico 

del país. 

p) Garantizar el respeto a los derechos humanos por parte de los 

miembros de las Fuerzas Armadas en el cumplimiento de su deber. 

Artículo 16.- Las principales atribuciones y deberes del Comando 

Conjunto de las Fuerzas Armadas son: 

b) Planificar el empleo de las Fuerzas Armadas, para contribuir al 

mantenimiento de la seguridad nacional. 

m) Asesorar al Presidente de la República y al Ministro de Defensa 

Nacional, sobre la política militar y de guerra, así como en el estudio y 

solución de los problemas relacionados con la seguridad nacional. 
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Artículo 20.- Las principales atribuciones y obligaciones del Jefe del 

Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, son: 

e) Ejercer por delegación del Presidente de la República, la conducción 

de las operaciones militares de las Fuerzas Armadas, en situaciones de 

declaratoria de estado de excepción o emergencia. 

Articulo 26.- En cumplimiento del mandato constitucional, cada una de las 

Ramas de las Fuerzas Armadas deben desarrollar el poder militar para la 

consecución de los objetivos institucionales, que garanticen la defensa, 

contribuyan con la seguridad y desarrollo de la Nación, a fin de alcanzar 

los objetivos derivados de la planificación estratégica militar. 

Artículo 32.- Las principales atribuciones y obligaciones del Comandante 

General de Fuerza, son: 

c) Preparar y dirigir a la Fuerza para el cumplimiento de las tareas 

determinadas en la planificación militar, conforme a las exigencias de la 

seguridad nacional. 

Artículo 64.- La Policía Nacional constituye fuerza auxiliar de las Fuerzas 

Armadas, para la defensa de la soberanía y la integridad territorial del país 

en estado de excepción. 

El planeamiento, organización, preparación y empleo de la Policía 

Nacional es atribución del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, 

de conformidad con las leyes y reglamentos respectivos.  

La actuación de las Fuerzas Armadas durante la vigencia de estado de 

excepción o de emergencia en actividades relacionadas con la seguridad 

ciudadana, protección interna y orden público se realizará de conformidad 

con la Constitución de la República del Ecuador y la normativa legal 

vigente. 

Artículo 65.- Los órganos de apoyo a la defensa están constituidos por 

aquellas instituciones que, por su organización y preparación, están en 

condiciones de apoyar el cumplimiento de las operaciones militares. Se 
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consideran como tales a las siguientes: aviación civil, comisiones de 

tránsito, cuerpos de bomberos, marina mercante, compañías de 

seguridad privadas, policías municipales y otras similares que existieren 

o se crearen. El planeamiento, organización, preparación y empleo para 

fines militares es atribución del Comando Conjunto de las Fuerzas 

Armadas, de acuerdo a lo dispuesto en la ley y reglamentos respectivos. 

Artículo 66.- Decretado el estado de excepción por inminente agresión 

externa o grave conmoción interna, la fuerza auxiliar y los órganos de 

apoyo a la defensa, se subordinarán al Comando Conjunto de las Fuerzas 

Armadas, total o parcialmente. 

3.4. Ley de Seguridad Pública y del Estado 

Considerando que la (Ley de Seguridad Pública y del Estado, 2009) tiene 

por objeto regular la seguridad integral del Estado, garantizando el orden 

público, la convivencia, la paz, en el marco de sus derechos y deberes 

(artículo 1), a continuación, se ponen de manifiesto aquellos artículos que 

hacen referencia a la LORULF con la presente ley: 

El artículo 2 de la presente ley establece la protección de las personas, el 

patrimonio, los recursos y bienes considerados como estratégicos para el 

Estado, tanto en tiempos de crisis o grave conmoción social. 

En el artículo 5 menciona sobre el sistema de seguridad pública y del 

Estado está conformado por la Presidencia de la República, las entidades 

públicas y las organizaciones de la sociedad. 

De acuerdo al artículo 6, los órganos que conforman el Consejo de 

Seguridad Pública y del Estado son: 

1. Presidente o presidenta Constitucional de la República, quien lo 

presidirá; 

2. Vicepresidente o vicepresidenta Constitucional de la República; 

3. Presidente o presidenta de la Asamblea Nacional; 
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4. Presidente o presidenta del Consejo Nacional de la Judicatura; 

5. Presidente o presidenta de la Corte Nacional de Justicia; 

6. Presidente o presidente de la Función de Transparencia y Control 

Social; 

7. Ministro o ministra responsable de la entidad encargada de la 

coordinación de la seguridad pública y del Estado; 

8. Ministro o ministra responsable de la política de defensa nacional; 

9. Ministro o ministra responsable de la política de seguridad ciudadana, 

protección interna y orden público; 

10. Ministro o ministra responsable de la política exterior y movilidad 

humana; 

11. Ministro o ministra del ente rector del Sistema Nacional de Inteligencia; 

12. Jefe del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas; 

13. Comandante General de la Policía Nacional, y 

14. La Ministra o ministro del organismo técnico del Sistema Nacional de 

Rehabilitación Social y de Atención Integral a Adolescentes Infractores. 

De conformidad a la (Ley Orgánica Reformatoria a Varios Cuerpos 

Legales para el Fortalecimiento de las Capacidades Institucionales y la 

Seguridad Integral, 2023), se reformó la (Ley de Seguridad Pública y del 

Estado, 2009), por lo que en su artículo 11, refiere sobre los órganos 

ejecutores del Sistema de Seguridad Pública y del Estado, señalando lo 

siguiente:  

a) Defensa nacional: Ente rector de la defensa nacional, ente rector de la 

política exterior y Fuerzas Armadas. - La defensa de la soberanía del 

Estado y la integridad territorial tendrá como entes rectores al ministerio 

rector de la defensa nacional y al ministerio rector de la política exterior 

en los ámbitos de su responsabilidad y competencia. Corresponde a 
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las Fuerzas Armadas su ejecución para cumplir con su misión 

fundamental de defensa de la soberanía e integridad territorial. (…) La 

defensa de la soberanía e integridad territorial incluirá acciones para 

recuperar o mantener la soberanía en aquellas zonas en las que, por 

condiciones extraordinarias de seguridad el Estado, ha disminuido la 

capacidad de ejercer sus atribuciones, lo cual incluye acciones para 

prevenir y erradicar la actividad de organizaciones criminales 

trasnacionales en el territorio nacional debidamente coordinadas con 

las instituciones competentes y de conformidad con la Constitución y la 

ley. 

 

b) Seguridad ciudadana y orden público: Ministerio rector de la seguridad 

ciudadana, protección interna y orden público y Policía Nacional.- (…) 

En la ejecución de tareas para prevenir o combatir al crimen 

organizado, así como para defender a los habitantes de las situaciones 

de violencia, la Policía Nacional como ente ejecutor podrá contar con 

el apoyo complementario, extraordinario, regulado y fiscalizado de las 

Fuerzas Armadas en el marco de sus atribuciones y misión 

constitucional, previa justificación basada en parámetros técnicos que 

visibilicen que las capacidades de la Policía Nacional han sido 

empleadas y la amenaza no ha sido controlada, y una vez declarado el 

estado de excepción. Esta colaboración será siempre en operaciones 

específicas y subordinadas al Presidente de la República, sin perjuicio 

del ejercicio de las competencias ordinarias de las Fuerzas Armadas. 

(…) 

 

c) Prevención: Entidades responsables.- (…) Las Fuerzas Armadas y 

Policía Nacional, siendo instituciones de protección de derechos y 

libertades, ejecutarán acciones de coordinación y apoyo para 

garantizar la seguridad integral, sin exceder sus respectivas misiones y 

funciones constitucionales y legales (…) 

 

d) Gestión integral de riesgos de desastres: Entidad rectora de la política 

de gestión integral del riesgo de desastres. 
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El artículo 23 establece que la seguridad ciudadana es una política de 

Estado, destinada a garantizar los derechos humanos y disminuir de los 

niveles de delincuencia, la protección a las víctimas y el mejoramiento de 

la calidad de vida de todos los habitantes del Ecuador. 

El artículo 35 refiere sobre la complementariedad de acciones de las 

Fuerzas Armadas y Policía Nacional, indicando que una vez que se 

declare el estado de excepción y cuando el presidente de la República 

disponga el empleo de Fuerzas Armadas, esta institución conjuntamente 

con la Policía Nacional, deben coordinar acciones para el apoyo de 

FF.AA. a PP.NN., hasta que el orden público sea reestablecido.  

El artículo 38 menciona que, debido a que ciertos espacios territoriales 

requieren de una regulación especial, por su importancia estratégica para 

el Estado, se debe garantizar la protección de estas zonas ante 

eventuales graves afectaciones o amenazas a la seguridad. Cabe indicar 

que el artículo señalado dentro de la (Ley Orgánica Reformatoria a Varios 

Cuerpos Legales para el Fortalecimiento de las Capacidades 

Institucionales y la Seguridad Integral, 2023), establece:  

(…) Son zonas de seguridad las de frontera, los centros de privación de 

libertad en sus diversos tipos, y las áreas reservadas de seguridad que 

establezca el Presidente o Presidenta de la República, por 

recomendación del Consejo de Seguridad Pública y del Estado, previo 

informe elaborado por el Ministerio rector de la defensa nacional o el 

Ministerio rector de la seguridad ciudadana, protección interna y orden 

público, según corresponda. 

La declaratoria de zona de seguridad en los centros de privación de 

libertad no exime el cumplimiento de los criterios de apoyo temporal, 

subsidiario, extraordinario, condicionado, regulado, fiscalizado y 

subordinado de las Fuerzas Armadas al presidente o presidenta de la 

República, de conformidad con la ley. En ningún caso se entenderá que 

el empleo de las Fuerzas Armadas implica la custodia de las personas 

privadas de libertad (…)   
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Complementa este articulado el 39, el cual menciona que la zona de 

seguridad de frontera abarca los cuarenta (40) kilómetros desde los 

límites fronterizos hacia el interior del territorio nacional, el espacio 

marítimo de diez (10) millas náuticas, y el espacio aéreo correspondiente. 

El artículo 42 concordante con el artículo 313 de la Constitución, establece 

que el Estado administrará, regulará, controlará y gestionará los sectores 

considerados estratégicos, debido a su influencia económica, social, 

política o ambiental del país; estos sectores estratégicos comprenden: las 

telecomunicaciones, los recursos naturales no renovables, el transporte y 

la refinación de hidrocarburos, la biodiversidad y el patrimonio genético, 

el espectro radioeléctrico, el agua y aquellos relacionados con la industria 

de la defensa y de seguridad interna. 

Finalmente, en el artículo 43 de la Ley de Seguridad Pública y del Estado, 

menciona que es el Ministro de Defensa Nacional quien disponga a las 

FF.AA., la protección de las instalaciones e infraestructura ante 

circunstancias de inseguridad críticas que pongan en peligro o grave 

riesgo la gestión de las empresas públicas y privadas. 

3.5. Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza  

La (Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza, 2022) tiene la 

finalidad principal de normar el uso legítimo y excepcional de la fuerza por 

parte de las servidoras y los servidores de Fuerzas Armadas, Policía 

Nacional y Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria como 

entidades de protección y garantía de derechos, la misma que se publicó 

en el en el Tercer Suplemento del Registro Oficial 131 con fecha 22 de 

agosto de 2022. 

En sus artículos 1, 2 y 3 de la LORULF hace mención al objeto, ámbito y 

finalidad como se indica a continuación: 

Artículo 1. Objeto.- La presente Ley tiene por objeto normar el uso legítimo 

y excepcional de la fuerza por parte del Estado conferido a las servidoras 

y servidores de la Policía Nacional, de las Fuerzas Armadas y del Cuerpo 



M – PI – 45 
 

35 

 

de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria para proteger los derechos, 

libertades y garantías ciudadanas y precautelar el derecho a la seguridad 

integral de sus habitantes.  

Artículo 2. Ámbito.- Esta Ley es de cumplimiento obligatorio en el territorio 

nacional por las servidoras y los servidores de la Policía Nacional, las 

Fuerzas Armadas y el Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, 

quienes aplicarán la presente Ley cuando actúen en cumplimiento de sus 

funciones y deberes constitucionales y legales, de conformidad con las 

disposiciones específicas establecidas en esta Ley y en el marco del 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos.  

Será de observancia obligatoria en los procesos judiciales y 

administrativos relativos al uso de la fuerza.  

Se excluyen de la regulación de esta Ley, las acciones y operaciones que 

realizan las Fuerzas Armadas en el marco del Derecho Internacional 

Humanitario.  

Artículo 3. Finalidades de la Ley.- Son finalidades de la Ley:  

a. Normar el uso legítimo y excepcional de la fuerza, como potestad del 

Estado ejercida a través de las servidoras y los servidores de la Policía 

Nacional, Fuerzas Armadas y Cuerpo de Seguridad y Vigilancia 

Penitenciaria como entidades de protección y garantía de derechos. 

 

b. Determinar los derechos y obligaciones de las servidoras y los 

servidores de la Policía Nacional, de las Fuerzas Armadas y del 

Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, en relación con el uso 

legítimo de la fuerza.  

 

c. Establecer el deber de prevención y protección en relación con el uso 

legítimo de la fuerza en situaciones en las que estén o puedan estar 

involucrados niños, niñas, adolescentes y otros grupos de atención 

prioritaria. 
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d. Establecer un marco jurídico diferenciado que oriente el actuar de las 

servidoras y servidores de la Policía Nacional, de las Fuerzas 

Armadas y del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria en 

cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales.  

 

e. Regular contextos y circunstancias específicas en la que las 

servidoras y servidores regulados en esta ley pueden hacer uso 

legítimo y excepcional de la fuerza; y, de la fuerza potencial e 

intencionalmente letal.  

f. Normar los procedimientos y requisitos de los informes en caso del 

uso de la fuerza, así como el marco general de las responsabilidades 

en caso de uso indebido de la fuerza, sin perjuicio de las 

responsabilidades civiles, administrativas o penales que 

correspondan. 

 

g. Establecer el marco de regulación para la capacitación, entrenamiento 

y evaluación de las servidoras y servidores en el uso legítimo de la 

fuerza.  

 

h. Establecer mecanismos de rendición de cuentas frente a violaciones 

de derechos humanos devenidas de la inobservancia de esta Ley, 

garantizando el derecho a la verdad y el deber de reparación a las 

víctimas.  

Artículo 4. Principios generales de la Ley. - La aplicación de la presente 

ley se rige por los principios previstos en la Constitución de la República, 

los instrumentos internacionales de derechos humanos y los siguientes 

principios generales: 

a. Coordinación 

b. Dignidad humana 

c. Debido proceso 

d. Interespecie y bienestar animal 

e. Pro ser humano 
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f. Protección a la vida e integridad personal 

g. Respeto de los derechos humanos 

h. Transparencia  

Artículo 6. Deber de actuación de las servidoras y servidoras. - Las 

servidoras y servidores de las entidades reguladas por esta ley, en 

atención a la naturaleza de sus facultades, funciones y deberes 

constitucionales y legales, están obligados a actuar a fin de precautelar la 

vida, la integridad de las personas, el ejercicio de los derechos y garantías 

constitucionales, el orden público y la seguridad integral. 

El artículo 7 de referida ley, señala respecto al uso legítimo de la fuerza 

como respuesta excepcional y de última ratio, señalando que en la medida 

de lo posible se deben utilizar medios no violentos como la negociación y 

verbalización, antes de recurrir a uso de armas menos letales o letales, 

seguidamente se indica que de manera excepcional y diferenciada, se 

puede usar la fuerza para el cumplimiento funciones y deberes 

constitucionales y legales de los servidores/as, en una medida razonable 

dentro de los siguientes casos: 

a. Prevención en el cometimiento de una infracción.  

b. Efectuar detención legal de infractores o presuntos infractores, solo 

cuando se hayan agotado y fracasado los demás medios de control. 

c. Proteger o defender bienes jurídicos protegidos. 

d. Controlar a quien oponga resistencia a la autoridad. 

Los medios o métodos que se empleen buscarán neutralizar y reducir el 

nivel de amenaza, resistencia o agresión. 

Con relación al uso de la fuerza potencial e intencionalmente letal en 

sentido restrictivo, el artículo 8 de la LORULF, señala lo siguiente: 

Prohibición del uso indebido de la fuerza, el artículo 9 de la LORULF, 

señala que las servidoras y los servidores de las entidades reguladas en 

la ley, se abstendrán de hacer uso excesivo, ilegítimo o arbitrario de la 

fuerza.  
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Nota. Esta figura muestra la prohibición del uso indebido de la fuerza, 

conforme lo estipulado en el artículo 09 de la LORULF. (Fuente propia 

en base a la Ley Orgánica Para el Uso Legítimo de la Fuerza, 2022). 

Se prohíbe el empleo de armas de
fuego con munición letal o de
impacto cinético contra las personas,
salvo en los siguientes casos:

En defensa propia o de otras
personas en cumplimiento del deber
legal, en caso de amenaza o peligro
inminente de muerte o lesiones graves.

Con el propósito de evitar la
comisión de un delito o situación que
entrañe una amenaza o peligro
inminente de muerte o lesiones graves.

Con el objeto de deterner a una
persona que represente una amenza
o peligro inminente de muerte o
lesiones graves y oponga resistencia
a la autoridad.

Para impedir la evasión o fuga de una persona que represente una amenaza o
peligro inminente de muerte o lesiones graves y solo en caso de que resulten
insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos objetivos.

Figura 4  

Prohibición del uso indebido de la fuerza 
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Figura 5  

Principios para el uso legítimo de la fuerza 

 

 

 

Nota. Esta figura muestra los principios para el uso legítimo de la fuerza, 

conforme lo estipulado en el artículo 10 de la LORULF. (Fuente propia en 

base a la Ley Orgánica Para el Uso Legítimo de la Fuerza, 2022). 
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Figura 6  

Niveles de uso legítimo de la fuerza y niveles de amenaza, resistencia y 

agresión de la persona intervenida y relación del nivel del uso legítimo de la 

fuerza con la situación o amenaza 

Nota. Esta figura muestra la cantidad de fuerza que deben emplear las/los 

servidoras/es, con relación al nivel de amenaza presente, conforme lo estipulado 

en los artículos 13, 14 y 15 de la LORULF. (Fuente propia en base a la Ley 

Orgánica Para el Uso Legítimo de la Fuerza, 2022).  

  

Niveles de amenaza, 
resistencia y 

agresión de la 
persona intervenida 

Art. 15 

Niveles de uso legítimo de la 
fuerza 
Art. 13 

Relación del nivel del uso 
legítimo de la fuerza con 
la situación o amenaza 

Art. 14 

Amenaza o peligro 
latente 

Presencia (contacto visual) 

El nivel del uso de la fuerza 
dependerá de la 
actuación de la persona 
intervenida, por tanto, el 
uso legítimo de la fuerza 
puede iniciarse en 
cualquier nivel, e 
incrementarse o reducirse 
gradual o repentinamente 
dependiendo del nivel de 
amenaza, resistencia, 
ataque o agresión. 

 

Resistencia pasiva 
Verbalización (técnicas de 
comunicación) 

Resistencia defensiva o 
física 

Control físico (técnicas de defensa 
personal / neutralizar) 

Agresión no letal 

Control físico + Técnicas 
defensivas menos letales (uso de 
armas y munición menos letal / 
neutralizar) 

Amenaza o agresión 
letal inminente 

Fuerza potencialmente letal (uso 
de armas de fuego con munición 
letal / neutralizar)  

+ 
Fuerza intencionalmente letal ( uso 
de armas de fuego con munición 
letal / amenaza inminente de 
muerte) 
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Medios para el uso legítimo de la fuerza (Art. 16) 

1. Armas menos letales 

2. Armas de fuego con munición menos letal 

3. Armas de fuego con munición letal 

4. Vehículos con y sin blindaje 

5. Canes y caballos adiestrados 

6. Otros medios y tecnologías, asignados por el Estado 

Limitaciones y prohibiciones para el uso de la fuerza (Art. 20) 

No se podrá hacer uso de la fuerza con fines de:  

- Venganza 

- Retaliación 

- Intimidación  

- Obtener beneficios personales o de terceros. 

Ninguna servidora ni servidor público estará exento de responsabilidades 

por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones, o por sus 

omisiones, y serán responsables por los quebrantamientos de las 

garantías constitucionales y de las prescripciones de los instrumentos 

internacionales de Derechos Humanos vigentes en Ecuador. 

Autorización del uso legítimo de la fuerza en el control del orden 

público, la protección interna y la seguridad ciudadana. (Art. 21) 

Las servidoras y los servidores de las Fuerzas Armadas, de manera 

excepcional, complementaria y mediante declaratoria de estado de 

excepción, están autorizados para utilizar la fuerza en contextos de 

control del orden público, protección interna y seguridad ciudadana, 

bajo los principios establecidos en esta ley. 

Uso legítimo de la fuerza en reuniones violentas. (Art. 22) 

El personal militar, de conformidad con los principios y parámetros 

establecidos en la Constitución y esta ley, están autorizados para utilizar 
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la fuerza con fines de control del orden público y seguridad ciudadana en 

contextos de reuniones violentas. 

En estos casos, los niveles de la fuerza podrán ser aplicados por el 

personal de las Fuerzas Armadas de manera individual, combinada o 

conjunta, respetando irrestrictamente los principios y disposiciones de la 

Constitución y esta ley, y de conformidad con los protocolos de 

operaciones previamente definidos para el efecto. 

Intervención policial y militar en los centros de privación de libertad 

y el perímetro externo (Art. 26) 

La seguridad externa o perimetral le corresponde a la Policía Nacional 

que, mediando declaratoria de estado de excepción, podrá contar 

con el apoyo de las Fuerzas Armadas, previa justificación técnica que 

evidencie que la situación desbordó las capacidades del Cuerpo de 

Seguridad y Vigilancia Penitenciaria y de la Policía Nacional.  

Las Fuerzas Armadas, en ejercicio de su deber constitucional y legal de 

control de producción, comercialización, transporte, almacenamiento, 

tenencia y empleo de armas, explosivos y afines, a fin de prevenir 

agresiones a la vida de las personas privadas de la libertad, terceras 

personas o servidoras y servidores, podrán actuar en las inmediaciones o 

a lo interno de los centros de privación de libertad en cualquier momento, 

de conformidad con los protocolos específicos que se expidan para el 

efecto por parte del ente rector de la Defensa Nacional, en coordinación 

con la entidad rectora en materia de orden público, protección interna y 

seguridad ciudadana y la entidad encargada del Cuerpo de Seguridad y 

Vigilancia Penitenciaria.  

Uso legítimo de la fuerza por parte de las Fuerzas Armadas en 

centros de privación de libertad (Art. 29) 

De manera excepcional, temporal, subsidiaria y exclusivamente en 

situaciones de graves alteraciones del orden ante amenaza a la vida e 

integridad física o sexual (…) el presidente de la República, podrá declarar 



M – PI – 45 
 

43 

 

estados de excepción y disponer a las Fuerzas Armadas ingresar a los 

centros de privación de libertad hasta retomar el control de estos (…) 

El despliegue de las Fuerzas Armadas en contextos de privación de 

libertad observará, de manera irrestricta los principios y disposiciones 

establecidas en esta Ley y procederá previa justificación basada en 

parámetros técnicos que visibilicen que las capacidades del Cuerpo de 

Seguridad y Vigilancia Penitenciaria y Policía Nacional han sido 

superadas (…) 

Actuación limitada, excepcional, temporal y complementaria de las 

Fuerzas Armadas (Art. 31) 

La actuación excepcional, temporal y complementaria a la Policía 

Nacional de las servidoras y servidores de las Fuerzas Armadas para el 

mantenimiento del orden público, la seguridad ciudadana y crisis o graves 

alteraciones del orden en centros de privación de libertad, será: 
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Figura 7  

Actuación limitada, excepcional, temporal y complementaria de las 

Fuerzas Armadas 

 

Nota. Esta figura muestra sobre la actuación limitada, excepcional, 

temporal y complementaria de las Fuerzas Armadas, conforme lo 

estipulado en los artículos 31 de la LORULF. (Fuente propia en base a la 

Ley Orgánica Para el Uso Legítimo de la Fuerza, 2022). 

 

 

•Se encontrará justificada y resultará 
excepcional, mientras subsista el estado de 
excepción.

Extraordinaria

•A las labores de la Policía Nacional y, 
Subsidiarias en los centros de privación de 
libertad.

Complementaria

•Al mandato del presidente o presidenta de la 
república.

Subordinada

•Establecidas en protocolos públicos.Regulada

•Previa formación, capacitación, entrenamiento.Condicionada

•Por la Asamblea Nacional y por la ciudadanía. Fiscalizada
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Uso legítimo de la fuerza en cumplimiento de las atribuciones 

constitucionales y legales de las Fuerzas Armadas (Art. 32) 

Figura 8  

Uso legítimo de la fuerza en cumplimiento de las atribuciones 
constitucionales y legales de las Fuerzas Armadas 

Nota. Esta figura muestra sobre el uso legítimo de la fuerza en 

cumplimiento de las atribuciones constitucionales y legales de las Fuerzas 
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Protección de zonas de seguridad de fronteras, áreas reservadas de 
seguridad y sectores estratégicos de la seguridad del Estado.

Precautelar la integridad de sus espacios acuáticos nacionales, así 
como velar por la seguridad de las actividades marítimas, cuando no 

constituyan ámbitos de actuación en el marco del DIH.

Control de producción, comercialización, transporte, almacenamiento, 
tenencia y empleo de armas, explosivos y afines.

Colaboración en tareas humanitarias durante desastres naturales y 
otras contingencias, lo cual incluye prevención, rescate, remediación, 

asistencia, mitigación y auxilio de la población.

Apoyo en procesos electorales.

Apoyo complementario a la Policía Nacional en el mantenimiento del 
orden público, seguridad ciudadana y combate al crimen organizado, 

durante estados de excepción.

Estado de excepción cuando se requiera el empleo de Fuerzas 
Armadas.

En las demás situaciones determinadas en la ley.
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Armadas, conforme lo estipulado en el artículo 32 de la LORULF. (Fuente 

Ley Orgánica Para el Uso Legítimo de la Fuerza, 2022). 

3.6. Reglamento a la Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la 

Fuerza.  

Mediante Decreto Ejecutivo Nro. 755, publicado en el Registro Oficial Nro. 

323 del 02 de junio de 2023, se expidió el Reglamento a la Ley Orgánica 

que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza y que en su parte pertinente, 

señala: 

Artículo 1.- Objeto. - El presente reglamento, tiene por objeto normar el 

desarrollo y aplicabilidad de la Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo 

de la Fuerza. 

Artículo 2.- Ámbito de aplicación. - El presente reglamento, es de 

aplicación obligatoria en el territorio nacional para las y los servidores de 

la Policía Nacional, Fuerzas Armadas y del Cuerpo de Seguridad y 

Vigilancia Penitenciaria. 

Dentro del Capítulo II; Normas Genéricas y Específicas que Regulan el 

Uso Legítimo de la Fuerza; Art 3, 4, 5 y 6.  
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Figura 9  

Normas Genéricas y Específicas que Regulan el Uso Legítimo de la 

Fuerza 

 

Artículo 11.- Legitimidad del uso de la fuerza. - El Estado, a través de la 

Policía Nacional, Fuerzas Armadas y del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia 

Penitenciaria, hace uso legítimo de la fuerza. La o el servidor de estas 

entidades, cuando en cumplimiento en su misión constitucional o deber 

legal, cause lesión, daño o muerte a otra persona, no será aprehendido; 

ni podrán ser separadas de la entidad y conservan sus derechos 

laborales, salvo sanción disciplinaria administrativa de conformidad con la 

ley, y sin perjuicio de las investigaciones que hubiere lugar.  

Artículo 14.- Principio de precaución en las operaciones.- Cuando alguno 

de los servidores de la Policía Nacional, Fuerza Armadas y/o del Cuerpo 

de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, en la valoración razonable de la 

situación, previo al uso legítimo de la fuerza, detecte amenazas o un 

peligro en relación con la intensidad y gravedad de la amenaza, la forma 

de proceder de la persona intervenida o intervenidas, las condiciones del 

entorno, o cuando los medios que disponga no estén al alcance de la 

servidora o servidor para abordar la situación específica; y, considere que 
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no va a lograr alcanzar el nivel de neutralización, con el propósito de 

precautelar la vida o la integridad física propia o de terceras personas, 

podrá realizar un repliegue táctico con el objetivo de reducir la gravedad 

de los daños que se puedan causar, priorizando el principio de 

precaución. En estos casos el repliegue táctico, no podrá ser considerado 

como omisión de funciones, sino como un medio alternativo al empleo de 

la fuerza. 

Artículo 18.- Uso legítimo de la fuerza en reuniones violentas (…) De 

manera excepcional, las y los servidores de las Fuerzas Armadas, estarán 

autorizados a utilizar la fuerza legítima, en apoyo a la Policía Nacional, 

empleando los medios y equipamientos asignados por el Estado para el 

efecto, de manera individual, combinada o conjunta, con fines de control 

del orden público y seguridad ciudadana en contextos de reuniones 

violentas, siempre que hayan sido movilizados a través de una 

declaratoria de estado de excepción.  

En la medida de lo posible se observarán los siguientes aspectos: 

a. Exhortar a la o las personas que desistan de su actitud violenta; 

b. Advertir claramente que, de no cesar la actitud violenta, se usará 

la fuerza. 

c. Dejar de usar la fuerza al cese de la resistencia o violencia, 

adoptando las correspondientes medidas de seguridad. 

Artículo 25.- Control de armas, municiones, explosivos y accesorios en los 

centros de privación de libertad.- Las Fuerzas Armadas, en cumplimiento 

a la ley, planificarán y ejecutarán operaciones de control de armas, 

municiones, explosivos y accesorios, en las áreas de influencia, 

inmediaciones o al interior de los centros de privación de libertad a nivel 

nacional, en cualquier momento y cumpliendo los protocolos establecidos 

para el efecto; para lo cual, coordinarán el ingreso con la entidad 

encargada del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; y, de ser el 
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caso, el apoyo de otras instituciones que consideren pertinentes, en el 

marco de sus competencias.  

La ejecución de operaciones de control de armas, municiones, explosivos 

y accesorios es independiente de las actividades que puedan ejecutar los 

servidores militares en cumplimiento de las disposiciones del presidente 

de la República respecto de sus ingresos a los centros de privación de 

libertad en estados de excepción. 

Para el control de armas, municiones, explosivos y otros elementos 

prohibidos se realizarán los respectivos registros personales mediante el 

uso de tecnología destinada para el efecto, de igual manera en los 

registros de carácter personal se observarán las condiciones de género.  

Artículo 26.- Apoyo de Fuerzas Armadas a la Policía Nacional en centros 

de privación de libertad y perímetro externo. - Las Fuerzas Armadas 

apoyarán a la Policía Nacional en la seguridad perimetral de los centros 

de privación de libertad cuando se produzcan graves alteraciones al 

orden, sin perjuicio de que estén presentes de acuerdo con su 

planificación y misiones en las áreas de influencia de los centros, de 

conformidad a la ley.  

Cuando las circunstancias lo ameriten, se articulará la presencia de 

Fuerzas Armadas, a través del Servicio Integrado de Seguridad SIS ECU 

911. 

El ingreso de las Fuerzas Armadas a los centros de privación de libertad 

para la ejecución de operaciones de control de armas, municiones, 

explosivos y accesorios es distinto al apoyo a la Policía Nacional previsto 

en este artículo. 

Artículo 27.- Intervención de Fuerzas Armadas durante estados de 

excepción en centros de privación de libertad.- La actuación de las 

Fuerzas Armadas al interior de los centros de privación de libertad es 

excepcional, temporal, subsidiaria y exclusivamente en situaciones de 

graves alteraciones del orden ante amenaza a la vida e integridad física o 
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sexual de las personas privadas de libertad, visitantes, servidoras o 

servidores o cualquier persona que legalmente intervenga en el Sistema 

Nacional de Rehabilitación Social, y siempre que el Presidente de la 

República, declare el estado de excepción y disponga su ingreso a los 

centros, hasta retomar el control de los mismos. En estas circunstancias, 

la intervención de las Fuerzas Armadas se realizará hasta que se 

garantice que no exista amenaza o afectación grave a la vida e integridad 

física o sexual de las personas privadas de libertad, visitantes, servidoras 

o servidores o cualquier persona que legalmente intervenga en el Sistema 

Nacional de Rehabilitación Social.  

3.7. Política de la Defensa Nacional  

En el análisis de la (Política de la Defensa Nacional del Ecuador, 2018), 

que se relaciona con el uso de la fuerza, podemos evidenciar que en el 

capítulo I que habla de los Fundamentos para la Actualización de la 

Política de Defensa Nacional se encuentra plasmado que:  

La seguridad integral abarca dos grandes ámbitos. El primero, la 

protección de los habitantes en el territorio nacional, garantizada a través 

de la seguridad ciudadana bajo responsabilidad de la Policía Nacional con 

el apoyo de las Fuerzas Armadas; y, el segundo, la defensa del Estado 

en sus dimensiones de soberanía territorial, protección de zonas de 

seguridad y áreas estratégicas bajo responsabilidad de las Fuerzas 

Armadas. En este contexto, en el actual escenario estratégico, una 

separación rígida entre los campos interno y externo no corresponde a un 

escenario con amenazas y riesgos comunes, que determinan la 

necesidad de adopción de políticas concertadas y con responsabilidades 

claras y bien definidas para las Fuerzas Armadas. 

En el análisis podemos evidenciar, asimismo, que en el Capítulo VI, que 

habla del Escenario de la Defensa en el año 2030 se encuentra plasmado 

que:  

El Estado reformó y promulgó leyes de defensa y seguridad, amparando 

así la actuación y bienestar de las Fuerzas Armadas; se articuló la 
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normativa interna que codifica estos cuerpos legales. Como resultado, la 

participación de las Fuerzas Armadas en la seguridad integral está 

definida y delimitada en cuanto a los campos de actuación de carácter 

intersectorial e interinstitucional. 

Por otra parte, en el Capítulo VII que habla de la Defensa Nacional del 

Ecuador, se encuentran plasmados los Objetivos estratégicos de la 

defensa que detallan que los mismos se fundamentan en el ordenamiento 

jurídico establecido en la Constitución de la República, las leyes vigentes 

y los intereses nacionales que el Estado requiere preservar; y que en el 

objetivo No. 2 se indica: “Apoyar a las instituciones en la protección de la 

población en sus derechos, libertades ante graves situaciones de 

conmoción interna y de situaciones de desastre. 

Finalmente, en el Capítulo IX que habla de la Estructura Militar de la 

Defensa, se encuentra plasmado que:  

El Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas tiene como atribuciones y 

responsabilidades dirigir la formulación y ejecución del Plan de 

Capacidades Estratégicas Conjuntas; dirigir la planificación y preparación 

de las operaciones militares conjuntas; supervisar la planificación y 

preparación de los contingentes para participar con la comunidad 

internacional en operaciones de mantenimiento de paz y ayuda 

humanitaria; dirigir la participación en los compromisos internacionales 

sobre seguridad y defensa; dirigir la planificación de operaciones de 

seguridad interna y apoyo a las instituciones del Estado; coordinar y 

asesorar la planificación, preparación y conducción estratégica militar, 

entre otras, conforme al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 

procesos. 

3.8. Directiva de Defensa Militar 

La Directiva de la Defensa Militar es elaborada por el señor Ministro de 

Defensa Nacional, de acuerdo con lo que establece la Ley Orgánica de la 

Defensa Nacional en el capítulo III, artículo 10 textualmente especifica: 
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“Las atribuciones y obligaciones del Ministro de Defensa Nacional, son: “f) 

Elaborar la directiva de defensa militar”. 

La Directiva de la Defensa Militar se deriva de la Política de la Defensa 

Nacional, la misma que está alineada a los 5 Objetivos Estratégicos de la 

Defensa y que, para efectos de este Manual, se toma en cuenta el objetivo 

2; del cual se desprenden los siguientes articulados de interés en el 

presente manual: 

Objetivo 2. Apoyar a las instituciones en la protección de la población en 

sus derechos, libertades ante graves situaciones de conmoción interna y 

de situaciones de desastre. 

- Las FF.AA. actualizarán la planificación de Seguridad Interna para el 

apoyo complementario a las instituciones del Estado. 

- La participación de las FF.AA. en la seguridad ciudadana y pública será 

en casos excepcionales, con planes específicos y por un tiempo 

determinado, con sustento legal y por decisión del Estado, previo la 

emisión del decreto del estado de excepción u orden de la autoridad 

política que sustente legalmente su decisión de empleo militar. 

- Las FF.AA. actuarán en coordinación con la Policía Nacional y órganos 

de seguridad para prevenir y neutralizar actos terroristas que afecten a la 

seguridad de las personas y las áreas estratégicas de conformidad a 

planes antiterroristas específicos. 
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CAPÍTULO IV 

NORMATIVA INTERNACIONAL SOBRE EL USO LEGÍTIMO DE 
LA FUERZA 

Figura 10  

Normativa internacional sobre uso legítimo de la fuerza 

 
 

 

Nota.https://thumbs.dreamstime.com/z/concepto-del-derecho-
internacional-y-de-los-derechos-humanos-79108171.jpg 

La Asamblea General de las Naciones Unidas, reunida en París el 10 de 

diciembre de 1948 aprobó la (Declaración Universal de los Derechos 

humanos, 1948) con representantes de todas las regiones del mundo, en 

la cual se pone de manifiesto los derechos civiles, políticos, económicos, 

sociales y culturales básicos de los que todos los seres humanos deben 

gozar; desde entonces, esa declaración se ha constituido como norma 

fundamental de derechos humanos que todos deben respetar y proteger. 

A esto se suma el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 

sus dos protocolos facultativos, y el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, para dar lugar a la “Carta Internacional 

de Derechos Humanos” (Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos [OHCHR, por sus siglas en inglés], 

1949). Dicha Carta contiene una base jurídica para la protección de los 

derechos humanos de carácter internacional. Los tratados internacionales 

https://thumbs.dreamstime.com/z/concepto-del-derecho-internacional-y-de-los-
https://thumbs.dreamstime.com/z/concepto-del-derecho-internacional-y-de-los-
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y el derecho consuetudinario1 forman la columna vertebral del derecho 

internacional de derechos humanos, y el respeto por esos derechos 

requiere el establecimiento del estado de derecho, tanto nacional como 

internacional2. 

Los Estados están obligados a respetar, proteger y realizar el derecho 

internacional de los derechos humanos; es decir, abstenerse de interferir 

en el disfrute de los derechos humanos, impedir los abusos de los 

derechos humanos contra individuos y grupos, y adoptar medidas 

positivas para facilitar el disfrute de los derechos humanos básicos. 

El Ecuador, como país miembro de la ONU desde 1945, está 

comprometido en adoptar las medidas y las leyes internas para cumplir 

los tratados internacionales en materia de derechos humanos. Este ha 

ratificado el cumplimiento de los 18 tratados Internacionales de Derechos 

Humanos (ONU, 2023). 

En el marco de los Derechos Humanos, en el normal desarrollo de los 

Estados democráticos, el uso de la fuerza es facultad exclusiva de las 

fuerzas públicas y en general, los particulares tienen prohibido hacer uso 

de la misma; dependiendo para su protección exclusivamente del Estado, 

a través de los órganos instituidos con este fin. 

El Estado ecuatoriano, con el objeto de dar cabal cumplimiento a su deber 

de garantizar una seguridad integral a las personas bajo su jurisdicción, 

ha determinado en su Constitución que es misión de la Policía Nacional 

la “protección interna y el mantenimiento del orden público”; mientras que, 

constituye como responsables de la defensa de la soberanía y la 

integridad territorial a las Fuerzas Armadas, la cual podrá intervenir de 

manera excepcional, temporal y complementaria a la Policía Nacional en 

el ámbito interno conforme la normativa nacional vigente.  

                                                 

 
1 Normas jurídicas que no están escritas, pero se cumplen porque en el tiempo se ha hecho costumbre su cumplimiento. 
 
2 Modelo de gobernanza política y social en el que los comportamientos de todos los miembros de la sociedad de un país 
se rigen por las leyes de este. 
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En la ejecución de su deber jurídico de obrar, dichas fuerzas de seguridad 

pueden hacer uso de la fuerza en un marco de respeto a los derechos 

humanos y en apego a las directrices proporcionadas por diversos 

instrumentos para que el uso de la fuerza sea legítimo y no devenga en 

excesos. Respecto al deber del Estado de precautelar la seguridad de sus 

habitantes y el uso de la fuerza, sobre todo la letal (Subsecretaría de 

Derechos Humanos y Cultos, s.f).  

De igual forma, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH), indica lo siguiente:  

Si bien el Estado tiene el derecho y la obligación de brindar protección 

contra las amenazas y para ello puede utilizar la fuerza letal en ciertas 

situaciones, dicha facultad debe estar restringida a cuando sea 

estrictamente necesario y proporcionado. Si no responde a esos 

principios, el uso de la fuerza letal puede constituir una privación arbitraria 

de la vida o una ejecución sumaria. Ello equivale a decir que el uso de la 

fuerza letal tiene necesariamente que estar justificado por el derecho del 

Estado a proteger la seguridad de todos (CIDH, 2002).  

Con base en varios informes realizados por la CIDH relacionados a 

violación de los Derechos Humanos en varios casos suscitados en Perú 

(1996), Brasil (2000) y Ecuador (2013), se indica lo siguiente:  

El uso de la fuerza puede estar justificado, por ejemplo, en la defensa 

propia o en la necesidad de neutralizar o desarmar a los individuos 

involucrados en un enfrentamiento armado. Sin embargo, si una persona 

pierde la vida como consecuencia del uso de la fuerza en forma excesiva 

o desproporcionada por parte de los funcionarios encargados de hacer 

cumplir la ley, ese hecho equivaldría a una privación arbitraria de la vida.  

El uso legítimo de la fuerza por parte de los funcionarios encargados de 

hacer cumplir la ley está inseparablemente vinculado al deber de respeto 

y garantía de los derechos humanos, pues en su ejercicio tiene un 

encuentro directo particularmente con el núcleo duro de los derechos 
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humanos, como son el derecho a la vida e integridad tanto física como 

moral. 

Hallándose la principal fuente reguladora del uso de la fuerza en 

instrumentos internacionales, es indispensable traer a colación que, en 

relación con los tratados internacionales y los derechos humanos; la 

Constitución especifica lo siguiente:  

Artículo 424.- La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre 

cualquier otra del ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder 

público deberán mantener conformidad con las disposiciones 

constitucionales; en caso contrario, carecerán de eficacia jurídica.  

La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos 

ratificados por el Estado que reconozcan derechos más favorables a los 

contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma 

jurídica o acto del poder público. 

4.1. Carta Constitutiva de las Naciones Unidas 

Las Naciones Unidas se crearon en 1945 con el fin de promover y 

mantener la paz y la seguridad. Su instrumento fundacional es la Carta de 

las Naciones Unidas (Naciones Unidas, 1945) 

El artículo 55 manifiesta que las Naciones Unidas promoverán (…) “el 

respeto universal a los derechos humanos y a las libertades 

fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, 

idioma o religión, y la efectividad de tales derechos y libertades". 

Tres importantes instrumentos que codificaron los derechos humanos a 

nivel universal conforman lo que hoy se suele denominar la Carta 

Internacional de Derechos Humanos:  

- La Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH), 

adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 

1948.  
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- El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, adoptado en 1966, y su Protocolo Facultativo de 2008. 

 

- El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado en 

1966, y sus dos Protocolos Facultativos.  

4.2. Declaración Universal de Derechos Humanos 

Se debe considerar la norma base que marcó un hito en los derechos 

humanos, esta es, la (Declaración Universal de los Derechos humanos, 

1948), la cual tiene una connotación y antecedentes jurídicos, culturales 

con relación a diferentes partes del mundo. La DUDH fue proclamada 

dentro de la Asamblea General de Naciones Unidas el 10 de diciembre de 

1948 en París, Francia cuyo fin fue el generar un ideal común para todos 

los países. Entre los derechos humanos se incluyen el derecho a la vida 

y a la libertad; a no estar sometido ni a esclavitud ni a torturas; a la libertad 

de opinión y de expresión; a la educación y al trabajo, entre otros muchos. 

Estos derechos corresponden a todas las personas, sin discriminación 

alguna (Naciones Unidas, 2023). 

Dentro de su articulado en lo principal se considera lo siguiente: 

Artículo 1.- Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad 

y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben 

comportarse fraternalmente los unos con los otros. 

Artículo 2.- Toda persona tiene todos los derechos y libertades 

proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, 

sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen 

nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 

condición. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición 

política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción 

dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como 

de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a 

cualquier otra limitación de soberanía. 
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Artículo 3.- Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 

seguridad de su persona. 

Artículo 5.- Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 

inhumanos o degradantes. 

Artículo 12.- Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida 

privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su 

honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la 

ley contra tales injerencias o ataques. 

Artículo 19.- Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de 

expresión (…). 

Artículo 20.-  

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación 

pacíficas. 

2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. 

Artículo 29, en su numeral 2 señala: En el ejercicio de sus derechos y en 

el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las 

limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el 

reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y 

de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del 

bienestar general en una sociedad democrática. 

Artículo 30.- Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido 

de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, 

para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la 

supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta 

declaración. 

4.3. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  

La Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de 

promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades 
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humanos. Los Estados Partes en el (Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, 1966), tienen la responsabilidad de promover el 

ejercicio del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de 

conformidad con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, 

fue adoptado el 16 de diciembre de 1966 mediante resolución 2200 A 

(XXI), por parte de la Asamblea General de la ONU, entro en  vigor el 23 

de marzo de 1976 y se debe recalcar que el Ecuador, firmó dicho pacto 

en 1968 y se ratificó en el año 1969, al respecto se ha realizado un 

extracto del articulado principal que tiene como fin la protección de 

derechos y que deben ser observados cuando se realice el uso legítimo 

de la fuerza por parte del personal militar de Fuerzas Armadas, 

destacando lo siguiente:  

Artículo 2.-  

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente pacto se compromete 

a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su 

territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el 

presente pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, 

opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición 

económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente pacto, 

las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro 

carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos 

reconocidos en el presente pacto y que no estuviesen ya garantizados por 

disposiciones legislativas o de otro carácter. (…) 

Artículo 6.-  

1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho 

estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida 

arbitrariamente. (…) 
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Artículo 7.- Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 

inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre 

consentimiento a experimentos médicos o científicos. 

Artículo 9.- 

1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 

Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá 

ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo 

al procedimiento establecido en ésta. (…) 

Artículo 10.- 

1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el 

respeto debido a la dignidad inherente al ser humano (…) 

Artículo 17.- 

1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida 

privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques 

ilegales a su honra y reputación (…) 

Artículo 21.- Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de 

tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley 

que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la 

seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para 

proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los 

demás. 

Artículo 26.- Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho 

sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley 

prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas 

protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de 

raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 

índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 

cualquier otra condición social. 
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4.4. Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José) 

La (Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1969) fue 

adoptada en la conferencia especializada Interamericana sobre derechos 

humanos llevada a efecto del 07 al 22 de noviembre de 1969, en San José 

de Costa Rica, cuyo propósito fue la consolidación del continente 

Americano, fundando en el respeto de los derechos esenciales del 

hombre. Los Estados signatarios consideraron la Carta de la Organización 

de los Estados Americanos, la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre y la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos que han sido reafirmados y desarrollados en otros instrumentos 

internacionales, tanto de ámbito universal como regional. 

Por lo que, el Estado ecuatoriano como miembro de la Organización de 

Estados Americanos (OEA), formando parte de la (Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, 1969), y conforme a lo establecido en 

mencionado instrumento internacional, contiene los siguientes artículos 

referentes al uso legítimo de la fuerza:  

Artículo 1.- Obligación de Respetar los Derechos  

Los Estados Partes en esta convención se comprometen a respetar los 

derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 

ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 

discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 

opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

Artículo 2.- Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno  

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 

no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro 

carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta convención, 

las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para 

hacer efectivos tales derechos y libertades. 
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Articulo 4.- Derecho a la Vida  

Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará 

protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. 

Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente. 

Artículo 5.- Derecho a la Integridad Personal  

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, 

psíquica y moral. 

2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 

inhumanos o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada 

con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 

Artículo 11.- Protección de la Honra y de la Dignidad 

Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento 

de su dignidad. 

Artículo 12.- Libertad de Conciencia y de Religión 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. 

Este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, 

o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar 

y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto 

en público como en privado.  

2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan 

menoscabar la libertad de conservar su religión o sus creencias o de 

cambiar de religión o de creencias.  

3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está 

sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean 

necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral pública 

o los derechos o libertades de los demás. 
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Artículo 13.- Libertad de Pensamiento y de Expresión  

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de 

expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 

informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya 

sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier 

otro procedimiento de su elección.  

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar 

sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben 

estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:  

a) El respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o  

b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la 

moral públicas. 

3. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda 

apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones 

a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona 

o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, 

religión, idioma u origen nacional. 

Artículo 15.- Derecho de Reunión  

Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de tal 

derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley, 

que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la 

seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger 

la salud o la moral públicas o los derechos o libertades de los demás. 

Artículo 16.- Libertad de Asociación  

1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines 

ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, 

culturales, deportivos o de cualquiera otra índole.  
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2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones 

previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en 

interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos o 

para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de 

los demás. 

3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones 

legales, y aun la privación del ejercicio del derecho de asociación, a los 

miembros de las fuerzas armadas y de la policía.  

Artículo 24.- Igualdad ante la Ley 

Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen 

derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley. 

Artículo 27.- Suspensión de Garantías 

1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que 

amenace la independencia o seguridad del Estado parte, este podrá 

adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo estrictamente 

limitados a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones 

contraídas en virtud de esta convención, siempre que tales disposiciones 

no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el 

derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada en 

motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.  

2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos 

determinados en los siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento 

de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho a la 

Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre); 9 

(Principio de Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y 

de Religión); 17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 

(Derechos del Niño); 20 (Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Derechos 

Políticos), ni de las garantías judiciales indispensables para la protección 

de tales derechos.  
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3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá 

informar inmediatamente a los demás Estados Partes en la presente 

convención, por conducto del Secretario General de la Organización de 

los Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya 

suspendido, de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la 

fecha en que haya dado por terminada tal suspensión.  

4.5. Código de conducta para los funcionarios encargados de hacer 

cumplir la ley 

El Código de Conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la 

ley, fue adoptado por la Asamblea General de la ONU mediante resolución 

34/169, el 17 de diciembre de 1979, su finalidad consta en el artículo 1, 

señalando que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, deben 

cumplir los deberes que les impone la ley, sirviendo a la comunidad y 

protegiendo a todas las personas contra actos ilegales, de conformidad 

con el alto grado de responsabilidad exigido por su profesión; consientes 

sobre las importantes tareas que los funcionarios encargados de hacer 

cumplir la ley llevan a cabo concienzuda y dignamente y de conformidad 

con los principios de los derechos humanos y de las posibilidades de 

abuso que entraña el ejercicio de esas tareas, por lo que este código es 

solamente una de varias medidas importantes para garantizar la 

protección de todos los derechos e intereses de los ciudadanos a quienes 

dichos funcionarios sirven. (Código de conducta para funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley, 1979). 

Bajo esta consideración es pertinente enfatizar el articulado que debe ser 

observado, por el personal militar de Fuerzas Armadas en las diferentes 

operaciones militares de ámbito interno:  

Artículo 2.- En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados 

de hacer cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad humana y 

mantendrán y defenderán los derechos humanos de todas las personas. 
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Artículo 3.- Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley podrán 

usar la fuerza sólo cuando sea estrictamente necesario y en la medida 

que lo requiera el desempeño de sus tareas. 

Artículo 5.- Ningún funcionario encargado de hacer cumplir la ley podrá 

infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura u otros tratos o penas 

crueles, inhumanos o degradantes, ni invocar la orden de un superior o 

circunstancias especiales, como estado de guerra o amenaza de guerra, 

amenaza a la seguridad nacional, inestabilidad política interna, o cualquier 

otra emergencia pública, como justificación de la tortura u otros tratos o 

penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 6.- Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 

asegurarán la plena protección de la salud de las personas bajo su 

custodia y, en particular, tomarán medidas inmediatas para proporcionar 

atención médica cuando se precise. 

4.6. Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego 

por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. 

Los (Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de 

Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, 1990), 

fueron adoptados por el octavo congreso de las Naciones Unidas el 27 de 

agosto al 07 de septiembre de 1990, los principios básicos que se 

enuncian a continuación, fueron formulados para asistir a los Estados 

Miembros en sus actividades destinadas a asegurar y fomentar el papel 

que corresponde a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 

para que sean tomados en cuenta y respetados por los gobiernos en el 

marco de sus respectivas legislaciones y prácticas nacionales, de lo cual 

referente al uso de la fuerza se ha considerado los siguientes principios: 

Principio 4. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en el 

desempeño de sus funciones, utilizarán en la medida de lo posible medios 

no violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza y de armas de fuego. 

Podrán utilizar la fuerza y armas de fuego solamente cuando otros medios 
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resulten ineficaces o no garanticen de ninguna manera el logro del 

resultado previsto. 

Principio 5. Cuando el empleo de las armas de fuego sea inevitable, los 

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley: 

a) Ejercerán moderación y actuarán en proporción a la gravedad del delito 

y al objetivo legítimo que se persiga. 

b) Reducirán al mínimo los daños y lesiones y respetarán y protegerán la 

vida humana. 

c) Procederán de modo que se presten lo antes posible asistencia y 

servicios médicos a las personas heridas o afectadas. 

d) Procurarán notificar lo sucedido, a la menor brevedad posible, a los 

parientes o amigos íntimos de las personas heridas o afectadas. 

Principio 8. No se podrán invocar circunstancias excepcionales tales 

como la inestabilidad política interna o cualquier otra situación pública de 

emergencia para justificar el quebrantamiento de estos principios básicos. 

Principio 9. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no 

emplearán armas de fuego contra las personas salvo en defensa propia o 

de otras personas, en caso de peligro inminente de muerte o lesiones 

graves, o con el propósito de evitar la comisión de un delito 

particularmente grave que entrañe una seria amenaza para la vida, o con 

el objeto de detener a una persona que represente ese peligro y oponga 

resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y sólo en caso de que 

resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos 

objetivos. En cualquier caso, sólo se podrá hacer uso intencional de armas 

letales cuando sea estrictamente inevitable para proteger una vida. 

Principio 10. En las circunstancias previstas en el principio 9, los 

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley se identificarán como 

tales y darán una clara advertencia de su intención de emplear armas de 

fuego, con tiempo suficiente para que se tome en cuenta, salvo que al dar 
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esa advertencia se pusiera indebidamente en peligro a los funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley, se creara un riesgo de muerte o daños 

graves a otras personas, o resultara evidentemente inadecuada o inútil 

dadas las circunstancias del caso. 

Principio 14. Al dispersar reuniones violentas, los funcionarios encargados 

de hacer cumplir la ley podrán utilizar armas de fuego cuando no se 

puedan utilizar medios menos peligrosos y únicamente en la mínima 

medida necesaria. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley se 

abstendrán de emplear las armas de fuego en esos casos, salvo en las 

circunstancias previstas en el principio 9. 

Principio 26. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no 

podrán alegar obediencia de órdenes superiores si tenían conocimiento 

de que la orden de emplear la fuerza o armas de fuego, a raíz de la cual 

se ha ocasionado la muerte o heridas graves a una persona, era 

manifiestamente ilícita y tuvieron una oportunidad razonable de negarse 

a cumplirla. De cualquier modo, también serán responsables los 

superiores que dieron las órdenes ilícitas. 

4.7. Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o   Degradantes 

De conformidad con los principios proclamados en la Carta de las 

Naciones Unidas y tomando en cuenta el artículo 5 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos y el artículo 7 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, que proclaman que nadie será sometido a 

tortura ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, fue 

aprobada mediante Asamblea General el 09 de diciembre de 1975 la 

(Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 

o Degradantes, 1975), el Ecuador es signatario de esta convención en 

1985 y ratificado en 1988, por lo que se ha considerado el siguiente 

articulo respecto al uso legítimo de la fuerza. 

Artículo 1.- A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el 

término "tortura" todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una 
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persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el 

fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de 

castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, 

o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón 

basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o 

sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en 

el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su 

consentimiento o aquiescencia. No se considerarán torturas los dolores o 

sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legítimas, 

o que sean inherentes o incidentales a estas. 

4.8. Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 

El (Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 2002), fue adoptado 

bajo los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, este 

Estatuto entro en vigor el 01 de julio de 2002, este cuerpo normativo 

internacional es considerado por la connotación de los crímenes de lesa 

humanidad con especial énfasis a la tortura, razón por la cual, dando 

estricto cumplimiento a la Ley Orgánica para el Uso Legítimo de la Fuerza 

y conforme sus principios y finalidades, se debe evitar cometer estos 

actos, para lo cual se detalla lo siguiente:  

Artículo 7.- Crímenes de lesa humanidad 

1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen de lesa 

humanidad” a cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como 

parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil 

y con conocimiento de dicho ataque.  

f) Tortura  

2. A los efectos del párrafo 1: 

e) Por “tortura” se entenderá causar intencionalmente dolor o sufrimientos 

graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga 

bajo su custodia o control; sin embargo, no se entenderá por tortura el 



M – PI – 45 
 

70 

 

dolor o los sufrimientos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o 

que sean consecuencia normal o fortuita de ellas. 

4.9. Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura 

La (Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, 

1985), fue adoptada en Cartagena de Indias, Colombia el 12 de 

septiembre del año 1985, mediante Asamblea General de la OEA en el 

decimoquinto periodo ordinario de sesiones, entró en vigor el 28 de 

febrero de 1987, el Ecuador firmó esta convención el 30 de mayo de 1986 

y se ratificó el 30 de septiembre de 1999; este cuerpo normativo 

internacional de carácter regional tiene como finalidad que los Estados, 

Americanos sean conscientes de que nadie debe ser sometido a tortura 

ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Bajo esta 

consideración se ha enfatizado el articulado pertinente y necesario que 

debe ser conocido por el personal militar durante la ejecución de las 

diferentes operaciones militares, con el fin de proteger los derechos, 

garantías y libertades de las personas, con el uso legítimo de la fuerza, al 

respecto se considera los siguientes artículos: 

Artículo 1.- Los Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la 

tortura en los términos de la presente Convención. 

Artículo 2.- Para los efectos de la presente Convención se entenderá por 

tortura todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una 

persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de 

investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, 

como medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se 

entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de 

métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su 

capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia 

psíquica. 

No estarán comprendidos en el concepto de tortura las penas o 

sufrimientos físicos o mentales que sean únicamente consecuencia de 

medidas legales o inherentes a estas, siempre que no incluyan la 
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realización de los actos o la aplicación de los métodos a que se refiere el 

presente artículo. 

Artículo 3.-  Serán responsables del delito de tortura: 

a. Los empleados o funcionarios públicos que actuando en ese carácter 

ordenen, instiguen, induzcan a su comisión, lo cometan directamente o 

que, pudiendo impedirlo, no lo hagan. 

b.  Las personas que a instigación de los funcionarios o empleados 

públicos a que se refiere el inciso a. ordenen, instiguen o induzcan a su 

comisión, lo cometan directamente o sean cómplices. 

Artículo 4.- El hecho de haber actuado bajo órdenes superiores no eximirá 

de la responsabilidad penal correspondiente. 

Artículo 5.- No se invocará ni admitirá como justificación del delito de 

tortura la existencia de circunstancias tales como estado de guerra, 

amenaza de guerra, estado de sitio o de emergencia, conmoción o 

conflicto interior, suspensión de garantías constitucionales, la 

inestabilidad política interna u otras emergencias o calamidades públicas. 

Ni la peligrosidad del detenido o penado, ni la inseguridad del 

establecimiento carcelario o penitenciario pueden justificar la tortura. 

Artículo 7.- Los Estados partes tomarán medidas para que, en el 

adiestramiento de agentes de la policía y de otros funcionarios públicos 

responsables de la custodia de las personas privadas de su libertad, 

provisional o definitivamente, en los interrogatorios, detenciones o 

arrestos, se ponga especial énfasis en la prohibición del empleo de la 

tortura. 

Igualmente, los Estados partes tomarán medidas similares para evitar 

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 
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4.10. Las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de 

los Reclusos (Las Reglas Nelson Mandela) 

En el año 1955 en Ginebra, Suiza mediante resolución 663C (XXIV) del 

31/VII/1957 y 2076 (LXII) del 13/V/ 1977, se aprobaron las reglas mínimas 

para el tratamiento de los reclusos por parte del Consejo Económico y 

Social, dentro del Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre 

Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente. (Consejo Económico 

y Social. ONU, 1955) 

En el año 2015, la Asamblea General de la ONU adoptó normas 

ampliadas, más conocidas como “Reglas Mandela”, para esto la Oficina 

de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC)  fue el 

organismo que se encargó de la revisión, así como también la Oficina del 

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

(ACNUDH), verificó que estas reglas cumplan con los estándares en 

materia de derechos humanos (Gilmour, 2015); bajo esta consideración 

se han tomado las reglas más importantes que deben ser observadas por 

los miembros de Fuerzas Armadas, en cumplimiento a la sección tercera, 

artículos 26 y 29, 30 de la Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la 

Fuerza. 

Regla 1.- Todos los reclusos serán tratados con el respeto que merecen 

su dignidad y valor intrínsecos en cuantos seres humanos. Ningún recluso 

será sometido a tortura ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes, contra los cuales se habrá de proteger a todos los reclusos, 

y no podrá invocarse ninguna circunstancia como justificación en 

contrario. Se velará en todo momento por la seguridad de los reclusos, el 

personal, los proveedores de servicios y los visitantes. 

Regla 50.- Las leyes y reglamentos que regulen los registros de reclusos 

y celdas serán acordes con las obligaciones derivadas del derecho 

internacional y tomarán en consideración las reglas y normas 

internacionales, teniendo en cuenta la necesidad de garantizar la 

seguridad en el establecimiento penitenciario. Los registros se realizarán 
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de un modo que respeten la dignidad intrínseca del ser humano y la 

intimidad de las personas, así como los principios de proporcionalidad, 

legalidad y necesidad. 

Regla 51.- Los registros no se utilizarán para acosar ni intimidar al recluso 

ni para inmiscuirse innecesariamente en su intimidad. A efectos de rendir 

cuentas, la administración penitenciaria dejará debida constancia de los 

registros que se lleven a cabo, en particular de los registros personales 

sin ropa, los registros de los orificios corporales y los registros de las 

celdas, así como de los motivos de esos registros, la identidad de quienes 

los llevaron a cabo y los resultados obtenidos. 

4.11. Principios y buenas prácticas sobre la Protección de las Personas 

Privadas de Libertad en las Américas 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a instancia de su 

relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad, con el 

objetivo de aportar al proceso de preparación de una Declaración 

Interamericana sobre los derechos, deberes y la atención de las personas 

sometidas a cualquier forma de detención y reclusión por el Consejo 

Permanente, en seguimiento a la Resolución AG/RES 2283 (XXXVII-

0/07), adoptó los siguientes Principios y Buenas Prácticas sobre la 

Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, en lo 

referente al uso legítimo de la fuerza (Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, 2008). 

Principio I. Trato humano: 

Toda persona privada de libertad que esté sujeta a la jurisdicción de 

cualquiera de los Estados Miembros de la Organización de los Estados 

Americanos será tratada humanamente, con irrestricto respeto a su 

dignidad inherente, a sus derechos y garantías fundamentales, y con 

estricto apego a los instrumentos internacionales sobre derechos 

humanos (…) 
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Principio XXIII. Medidas para combatir la violencia y las situaciones de 

emergencia.- 

2. Criterios para el uso de la fuerza y de armas 

El personal de los lugares de privación de libertad no empleará la fuerza 

y otros medios coercitivos, salvo excepcionalmente, de manera 

proporcionada, en casos de gravedad, urgencia y necesidad, como último 

recurso después de haber agotado previamente las demás vías 

disponibles, y por el tiempo y en la medida indispensables para garantizar 

la seguridad, el orden interno, la protección de los derechos 

fundamentales de la población privada de libertad, del personal o de las 

visitas. 

Se prohibirá al personal el uso de armas de fuego u otro tipo de armas 

letales al interior de los lugares de privación de libertad, salvo cuando sea 

estrictamente inevitable para proteger la vida de las personas. 

En toda circunstancia, el uso de la fuerza y de armas de fuego o de 

cualquier otro medio o método utilizado en casos de violencia o 

situaciones de emergencia, será objeto de supervisión de autoridad 

competente. 

DEFINICIONES LORULF 

El artículo 5 de la ley señala las definiciones en aplicación a la LORULF, 

de las cuales se han recogido las más relevantes respecto al uso legítimo 

de la fuerza: 

Agresión: Toda acción de una persona o varias personas que, de manera 

directa o a través de algún medio, produce o intenta causar lesión, daño 

o muerte. 

Amenaza o peligro latente: Hechos o situaciones producidos por una o 

varias personas que ponen en riesgo la integridad personal de una o 

varias personas, bienes jurídicos protegidos, o al país, sus recursos, 
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patrimonio o heredad histórica. La amenaza o peligro se materializa en 

actos ilícitos.  

Amenaza o peligro letal inminente: Acción violenta que pone en peligro 

o riesgo la vida de terceras personas o de las servidoras o los servidores 

cuyo accionar se regula en esta ley, que es razonable esperar que surja 

en una fracción de segundo, o a lo sumo en cuestión de varios segundos, 

obligando a la intervención extrema y al uso de la fuerza potencial e 

intencionalmente letal conforme a las regulaciones de esta ley. En estas 

circunstancias, y en la medida de lo posible, se procurará precautelar la 

vida de la persona intervenida. 

Graves alteraciones del orden en los centros de privación de 

libertad: Se considera en esta categoría al amotinamiento, la toma de 

rehenes o todo evento adverso que afecte la seguridad del centro de 

privación de libertad y que amerite la intervención de la Policía Nacional 

y, de manera excepcional, de las Fuerzas Armadas en el marco de sus 

competencias y de conformidad con esta ley. El análisis de intervención y 

apoyo militar le corresponde a la Policía Nacional, a través del servidor 

policial a cargo de las operaciones del centro. 

Reunión violenta: Proceso colectivo con aglomeración de personas que, 

ejerciendo de manera generalizada la fuerza física, puede provocar la 

muerte, lesiones o daños graves a los bienes y que habilita el uso legítimo 

de la fuerza y la dispersión, de conformidad con esta ley. 

Neutralización: Acción y efecto de contener, reducir o debilitar los niveles 

de amenaza, resistencia o agresión de la persona o personas 

intervenidas, para contrarrestar el quebrantamiento del ordenamiento 

jurídico, disminuir su capacidad de generar lesiones o daño a terceras 

personas, servidores o bienes públicos o privados. 

Objetivo legítimo o lícito: Hace referencia a la finalidad que persigue el 

uso legítimo de la fuerza por parte de una servidora o servidor y que debe 

estar en consonancia y proporción al interés público que la justifica. 

Implica que las servidoras y servidores están autorizados a usar la fuerza 
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en la medida en que razonablemente sea necesario, según las 

circunstancias para la prevención del cometimiento de un delito, para 

proteger derechos tutelados, para efectuar la detención legal de 

delincuentes o de presuntos delincuentes o para ayudar a efectuarla; no 

se usará la fuerza en la medida en que exceda estos límites. 

Uso de la fuerza: Es el empleo legítimo y excepcional de fuerza por parte 

de servidoras o servidores policiales, militares o del Cuerpo de Seguridad 

y Vigilancia Penitenciaria para cumplir su misión constitucional y legal de 

protección de derechos y libertades, que se impone a una persona, de 

acuerdo con los niveles de amenaza, resistencia o agresión, en respeto 

irrestricto a los principios establecidos en esta ley. Sólo se puede emplear 

la fuerza cuando los otros medios resulten ineficaces o no garanticen de 

ninguna manera el logro del resultado previsto. El empleo de la fuerza en 

inobservancia de los principios establecidos en la presente ley configura 

uso indebido de la fuerza que se manifiesta en uso excesivo, ilegítimo o 

arbitrario de la fuerza. 

Uso excesivo de la fuerza: Es el uso de la fuerza que desarrolla la 

servidora o servidor cuando es legal y legítimo, pero el tipo y nivel de 

fuerza empleado era innecesario o desproporcionado en relación con el 

nivel de amenaza, resistencia o agresión por no respetar los principios 

establecidos en esta ley, acarreando consigo un evidente e injusto exceso 

de la fuerza. 

Uso ilegítimo de la fuerza: Por uso ilegítimo de la fuerza se entiende la 

fuerza que viola el principio de legalidad, es decir, la fuerza que tiene un 

fundamento jurídico insuficiente o que se utiliza en procura de un objetivo 

que no puede calificarse como legítimo. 

Uso arbitrario de la fuerza: El uso de la fuerza es arbitrario cuando se 

recurre a la fuerza o a un tipo y nivel específico de fuerza que no es 

permitido a la luz de las circunstancias específicas, basado en elementos 

de injusticia, discriminación, irracionalidad o discrecionalidad. El uso 

arbitrario de la fuerza puede ser ilegítimo o excesivo. 
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De acuerdo a los Art. 3, 4, 5 y 6 del Reglamento de la Ley del Uso Legítimo 

de la Fuerza, señala las siguientes definiciones:  

Verbalización y negociación: La verbalización y negociación 

determinada en la ley, en la medida de lo posible, serán medios no 

violentos, ejecutados por las y los servidores de la Policía Nacional, 

Fuerzas Armadas y del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, 

mediante el cual, la o el servidor en cumplimiento de su misión 

constitucional y deber legal busca llegar a un acuerdo, con la o las 

personas intervenidas, en un asunto determinado, para prevenir o disuadir 

la comisión de una presunta infracción. 

Instrumentos de coerción: Los instrumentos de coerción son los 

medios, recursos logísticos o tecnológicos y otros dotados por el Estado, 

que son utilizados mediante técnicas y tácticas de control, neutralización 

o reducción del nivel de amenaza, resistencia o agresión, por las y los 

servidores de la Policía Nacional, Fuerzas Armadas y del Cuerpo de 

Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, para el cumplimiento de las 

funciones, atribuciones, misiones y deberes constitucionales y legales. 

Permiso y autorización para el porte y uso de medios entregados en 

dotación: Las y los servidores de la Policía Nacional y Fuerzas Armadas, 

que han completado y aprobado los estudios de formación 

correspondientes de cada entidad están autorizados y habilitados para la 

tenencia, uso y porte de los medios, equipamiento y otros asignados por 

el Estado. 

En el caso de los y las servidores del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia 

Penitenciaria que han completado y aprobado los procesos de 

capacitación inicial, formación y especialización según corresponda, 

están autorizados y habilitados para el uso de las armas menos letales, 

equipamiento, tecnología y otros entregados por el Estado. La entrega de 

armamento letal se sujetará a los controles, disposiciones y permisos 

determinados en la normativa de la materia. 
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Materialización del acto ilícito: Para efectos de la ley, se entenderá 

como materialización del acto ilícito a la amenaza o peligro inminente, 

resistencia violenta, acciones conducentes a la agresión y/o agresiones 

por parte del o los intervenidos, hacia las y los servidores de la Policía 

Nacional, Fuerzas Armadas y del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia 

Penitenciaria o a terceras personas, así como el cometimiento de otros 

delitos antes y durante la agresión letal inminente. 
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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

Asamblea: Reunión de los miembros de una colectividad para discutir 

determinadas cuestiones de interés común, y en su caso, adoptar 

decisiones.  

Carta: Despacho o provisión expedidos por los tribunales superiores.  

Constitución: Ley fundamental de un Estado, con rango superior al resto 

de las leyes, que definen el régimen de los derechos y libertades de los 

ciudadanos y delimita los poderes e instituciones de la organización 

política.  

Constitutivo: Que forma parte esencial o fundamental de algo y lo 

distingue de los demás.  

Convenio: Acuerdo o pacto.  

Comisión: Conjunto de personas encargadas por la ley o una autoridad, 

de ejercer unas determinadas competencias permanentes o entender en 

algún asunto específico.  

Comité: Conjunto de personas encargadas de un asunto.  

Corrupción: En las organizaciones, especialmente en las públicas, 

práctica consistente en la utilización indebida o ilícita de las funciones de 

aquellas en provecho de sus gestores.  

Derecho: Sistema de principios y normas, generalmente inspirados en 

ideas de justicia y orden, que regulan la conducta humana en toda 

sociedad y cuyo cumplimiento puede imponerse de forma coactiva por el 

poder público.  

Directiva: Instrucción que ha de seguirse.  

Discriminación: Dar trato desigual a una persona o colectividad por 

motivos raciales, religiosos, políticos, de sexo, de edad, de condición 

física o mental.  
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Diversidad: Variedad, desemejanza, diferencia.  

Estado: Forma de organización política, dotada de poder soberano e 

independiente, que integra la población de un territorio.  

Fuerza (empleo): Principios básicos sobre el empleo físico y de armas de 

fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, contenidos 

en una normativa de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas. 

Garantía: Instrumento jurídico que se emplea para asegurar el 

cumplimiento de una obligación. 

Laico: Independiente de cualquier organización o confesión religiosa.  

Legítimo: Conforme a las leyes; cierto, genuino y verdadero en cualquier 

línea.  

Ley: Precepto dictado por la autoridad competente, en que se manda o 

prohíbe algo en consonancia con la justicia y para el bien de los 

gobernados.  

Marco: Límites en que se encuadra un problema o situación. 

Pacto: Tratado multilateral general entre dos o más partes que reconoce 

Derechos y establece mecanismos para su protección y garantía para su 

cumplimiento. 

Política: Actividad de quienes rigen o aspiran a regir los asuntos públicos.  

Principios: Norma o idea fundamental que rige el pensamiento o la 

conducta.  

Protocolo: Serie ordenada de escrituras matrices y otros documentos 

que un notario o escribano autoriza y custodia con ciertas formalidades. 

Territorio: Porción de la superficie terrestre perteneciente a una nación, 

región, provincia, etc. 
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ABREVIATURAS 

CADH: Convención Americana sobre Derechos Humanos 

CDH:            Comité de Derechos Humanos 

CIDH:  Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

COIP:  Código Orgánico Integral Penal 

DUDH: Declaración Universal de Derechos Humanos 

FF.AA.:         Fuerzas Armadas 

FEHCL: Funcionario(s) Encargado(s) de Hacer Cumplir la Ley 

LORULF: Ley Orgánica que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza 

PBEF: Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas 

de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer 

Cumplir la Ley 

PIDCP: Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

P.N:  Policía Nacional 

ONU:   Organización de las Naciones Unidas 

OHCHR: Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 

los Derechos Humanos (Office of the High Commissioner for 

Human Rights, por sus siglas en inglés)  

OEA:   Organización de Estados Americanos  

SIS ECU911: Sistema Integrado de Seguridad ECU 911 

UNODC: Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito  
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